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El mainstreaming o principio de trasversalidad que se acuñó en la IV Conferencia sobre la Mujer celebrada 
en 1995 en Pekín y fue llevado al marco jurídico europeo por el Tratado de Ámsterdam, fue ratificado 
en diciembre de 1999 por España, y supone la incorporación de la igualdad de género en todas las 
políticas, programas y proyectos. 

Este principio, obliga en primer lugar a toda la acción política en el proceso de construcción europea 
de todos los países de la Unión: la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres tiene que 
formar parte consustancial de la acción de los gobiernos, y a su vez, debe informar la actividad de las 
organizaciones privadas y del tercer sector.

Pues bien, como cada año, abordamos las quejas directamente relacionadas con las políticas de igualdad 
de género, siguiendo la línea emprendida por esta Defensoría, hace ya algunos años, de darle un 
tratamiento trasversal a las quejas que directa o indirectamente se plantean relacionadas con la igualdad 
de género; o bien aquellas en las que, aún afectando a otras áreas materiales de esta Institución, se 
nos trasladan problemáticas que afectan en mayor medida a las mujeres en su condición de género, 
correspondiendo a este área su coordinación.

Muchas y variadas han sido las problemáticas planteadas en las quejas, tanto a instancia de parte como 
en las incoadas de oficio, en las que se ha visto afectado el principio de igualdad de género o a través de 
las cuales se pone de manifiesto la peor situación de partida de las mujeres en determinadas cuestiones.

Situación de desventaja que también se ve agravada por el especial contexto económico y social en el que 
aún nos encontramos, dada la persistencia de los efectos y consecuencias de la crisis económico- financiera 
que venimos arrastrando desde hace años.

Y es que, aunque la Constitución de 1978 creara la base legal para la igualdad de derecho entre mujeres 
y hombres, en sus artículos 9.2 y 14, y a pesar de que el progreso de las mujeres durante todos estos 
años, desde entonces, ha sido enorme en el ámbito legal y en la igualdad de oportunidades, sin embargo, 
a pesar de que la igualdad de derecho se ha conseguido, la igualdad de hecho aún es una utopía.

En este contexto, en este subcapítulo damos un somero repaso por las cuestiones planteadas en la Defensoría 
desde esta visión transversal del análisis de las quejas admitidas a tramite, aunque también llevamos a 
cabo la dación de cuentas de quejas iniciadas en años anteriores, partiendo de la necesaria integración 
de la perspectiva de género en los datos estadísticos y en los informes especiales elaborados en 2014, 
para posteriormente abordar materias tales como empleo, salud, consumo, igualdad en el deporte, etc.

01.VI.1
Introducción

12.1 
CAPÍTULO 01.VI IGUALDAD DE GÉNERO 
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01.VI.2 
Análisis de las quejas admitidas a trámite

01.VI.2.1
Integración de la Perspectiva de Género

A la hora de acercar el concepto de igualdad de género al trabajo diario, es cuando surge el mayor 
problema ya que, aunque dicho concepto en el plano teórico parece estar claro, es necesario hacerlo 
operativo, implicando en un primer y primordial momento le necesidad de conocer la realidad, desde 
los sujetos diferenciados: hombre y mujer. En definitiva, su visibilidad.

Normalmente nos referimos a las políticas públicas sobre vivienda, personas con discapacidad, empleo, 
inmigración, en las necesidades de formación, etc., desde una realidad indiferenciada, y no conocemos 
esa realidad para mujeres y hombres. De ahí la necesidad de desagregar los datos por sexos, que sirve 
para conocer cómo afecta a cada uno de los sexos el aspecto o tema que se está analizando. 

Esto es lo que viene intentando esta Institución, pues ello nos suministra una valiosa información sobre 
cuales son los motivos de queja de los hombres y mujeres de Andalucía, las diferencias de roles entre 
ambos sexos y sus diferentes situaciones, necesidades y condiciones. 

En el presente ejercicio, si atendemos a la persona promotora de la queja o consulta dirigida a la Institución, 
observamos un porcentaje equitativo en cuanto al número de las presentadas por mujeres o por hombres. 
Así, de las actuaciones en las que se determina un género concreto, un 48% la han realizado mujeres, y 
un 52%, hombres. Ver tabla

No obstante, también como en años anteriores, hay determinadas materias en las que las mujeres aparecen 
en mayor número como promotoras de queja, cuestión ésta que sigue estando directamente relacionada con 
los roles de género. Como puede verse en el cuadro anterior, las materias han sido educación, dependencia, 
menores, servicios sociales y vivienda.

Por el contrario, en el presente ejercicio se ha invertido la realidad del año anterior, en cuanto a las quejas 
relativas al área de personal del sector público, pues si en el año 2013, fue la que se llevó la palma en cuanto 
al mayor número de mujeres promotoras de quejas, en el año 2014 han sido los hombres los que han 
superado a las mujeres como promotores de este tipo de quejas, 308 frente a 266.

De igual forma, las materias más identificadas con el rol de género masculino, el número de hombres que 
aparece como promotores de las mismas es mayor. Ejemplo de ello lo tenemos en las materias relacionadas 
con las administraciones públicas y ordenación económica, consumo, administración de Justicia, medio 
ambiente, trabajo y seguridad social, tráfico y transportes, urbanismo, telecomunicaciones y finalmente, en 
las quejas relacionadas con el derecho a la salud, donde también el número de hombres promotores de 
quejas ha superado al de mujeres, 147 frente a 119.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2014/separata/7-pag42.html
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01.VI.2.2
Perspectiva de género y movilidad urbana

Con motivo de la redacción del Informe Especial al Parlamento de Andalucía sobre Seguridad, Accesibilidad 
y Calidad Ambiental en los Espacios Urbanos Peatonales de las Ciudades Andaluzas hemos creído 
necesario dedicar un apartado a la necesidad de tener presente la perspectiva de género en el diseño 
histórico del modelo de ciudad.

Ello por cuanto, a la hora de abordar esta cuestión, debemos partir de una premisa ampliamente compartida 
y repetida en diversos estudios relacionados con la cuestión de género: la ciudad, como toda construcción 
social, no es neutral sino que, en su configuración, han incidido las categorías de género. El papel, los 
roles desempeñados históricamente por el hombre y/o mujer, están presentes en los modelos de ciudad 
imperantes, escenificando, en el día a día, situaciones de desigualdad. 

Ello es lógico si tenemos en cuenta que, hasta tiempos recientes, en la planificación urbanística no participaba 
la mujer y lo mismo tenemos que decir respecto de las estrategias del transporte y políticas ambientales, 
con lo que la perspectiva de género ha estado, durante demasiado tiempo, ausente en estas actividades 
planificadoras. En definitiva, sin la presencia de la mencionada perspectiva, no podemos construir ciudades 
en las que se garantice igualdad de oportunidades. 

El propio modelo constitucional aboga por esa igualdad en diversos preceptos, pero de manera singular 
lo configura como un derecho fundamental, en su art. 14 CE y, en el ámbito de la Comunidad Autónoma, 
en el Estatuto de Autonomía para Andalucía, se otorga una atención especial a la igualdad de género y a 
las políticas que se deben poner en marcha para garantizar ese objetivo en los arts. 15, 16, 35, 73, 105.2, 
114 y 208. Igualdad que está, asimismo, presente a lo largo de su articulado en la Ley 12/2007, de 26 de 
noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género en Andalucía (en adelante LPIGA).

La citada LPIGA contiene algunas previsiones importantes al respecto, consciente de la desigualdad de 
oportunidades que ha generado esa ausencia de la perspectiva de género a la hora de configurar nuestras 
ciudades y, en lo que aquí concierne, los espacios públicos y los transportes.

El art. 37 de la misma, que contempla normas sobre organización de espacios, horarios y creación de 
servicios, establece que:

1. «Para facilitar la conciliación de la vida laboral, familiar y personal a través de un reparto equilibrado 
del tiempo de hombres y mujeres, la Administración de la Junta de Andalucía, en colaboración con las 
Entidades Locales, promoverá la elaboración de planes de diseño y organización de los espacios que 
faciliten la funcionalidad de la ciudad, propicien la proximidad de las dotaciones y servicios y minimicen 
los desplazamientos y tiempos de acceso.

2. Se promoverá la coordinación entre los horarios laborales y el de los centros educativos.

3. Asimismo, se impulsará la creación de infraestructuras y servicios para facilitar el cumplimiento de 
las responsabilidades familiares y el cuidado y atención de menores y de personas en situación de 
dependencia».

Asimismo y muy en conexión con las cuestiones que tratamos en este Estudio, el art. 50 LPIGA prevé que:

1. «Los poderes públicos de Andalucía integrarán la perspectiva de género en el diseño de las políticas 
y los planes en materia de vivienda, desarrollando programas y actuaciones específicas para distintos 
grupos sociales y modelos de familia.

2. Asimismo, los poderes públicos de Andalucía, en coordinación y colaboración con las entidades locales 
en el territorio andaluz, tendrán en cuenta la perspectiva de género en el diseño de las ciudades, en 
las políticas urbanas, y en la definición y ejecución de los planeamientos urbanísticos.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/seguridad-accesibilidad-y-calidad-ambiental-en-los-espacios-urbanos-peatonales-de-las-ciudad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/seguridad-accesibilidad-y-calidad-ambiental-en-los-espacios-urbanos-peatonales-de-las-ciudad


6INFORME ANUAL dPA 2014  / Separatas Temáticas12. IgUALdAd dE géNERO

3. Asimismo, facilitarán el acceso a las viviendas protegidas de las mujeres víctimas de violencia de 
género y de aquellas que se encuentren en situación de riesgo de exclusión social, en función de las 
condiciones especialmente gravosas que pudieran concurrir».

En fin, conscientes de que sin participación no hay igualdad - de hecho, así lo entiende el art. 9 CE-, en los 
arts. 53 y ss. LPIGA se quiere garantizar esa participación de la mujer en distintas esferas de la vida política, 
social y económica, y en los arts. 64 y ss. se establecen las garantías para esa igualdad.

Pues bien, en cuanto a la perspectiva de género en la forma de entender y diseñar el espacio y, en general, los 
itinerarios peatonales, aunque ha sido estudiada en distintas ocasiones, parece que los trabajos realizados 
hasta ahora, alguno de ellos de gran interés, otros sin perder éste, tienen un mero carácter reivindicativo o 
de denuncia, ponen de manifiesto la dificultad metodológica e investigadora al no poder contar con medios 
y métodos, hoy por hoy, que faciliten una investigación rigurosa sobre entornos, desplazamientos a pie, 
uso del transporte entre hombres y mujeres, la diversidad de los desplazamientos de estas últimas habida 
cuenta de que, parece, que su análisis presenta un perfil más complejo que el de la movilidad de los hombres.

Parece, por las distintas fuentes consultadas, que es claro que en función de los roles familiares y laborales, 
situación económica, salud y longevidad, discapacidad, seguridad y percepción del riesgo, atención a personas 
dependientes, mayores y atención a menores, etc., la mujer utiliza con bastante más frecuencia el transporte 
público y la intermovilidad que el hombre que, en sentido contrario, utiliza más el vehículo privado.

Parece también que la mujer se desplaza más a pie que el hombre, siendo un colectivo más diverso, como decimos, 
que el del hombre en el uso del espacio peatonal. Según el informe de la Dirección General de Transportes 
de la Consejería de Obras Públicas y Vivienda, Patrones de Movilidad en el Transporte Público de Andalucía.

“Las mujeres son un colectivo diverso y, como tal, no tienen un comportamiento único y común en relación al transporte 
público. Entre las mujeres hay diferencias significativas en la forma de moverse y de utilizar los servicios de transporte 
que tienen que ver con cuestiones como la edad, el nivel de renta, las responsabilidades familiares, la presencia de 
personas dependientes a su cargo, el grado de discapacidad, la situación laboral o el nivel educativo, entre otras variables.

Los viajes que realizan los hombres son, en general, más uniformes y metodológicamente más fáciles de analizar que 
los viajes realizados por las mujeres. Cuestiones como el ciclo de vida o la situación familiar apenas queda reflejada 
en el comportamiento y en la movilidad de los varones, mientras resulta una variable esencial si se analiza desde el 
género femenino”.

Además, esa diversidad en los desplazamientos de la mujer y la falta de una metodología científica para su 
medición, hace que la cuestión de la “invisibilidad” de los desplazamientos sea también un escollo, no salvado 
hasta ahora, cuando se han querido definir sus pautas de comportamiento en relación con la movilidad.

En definitiva, aunque no suficiente, cada vez tenemos más información sobre por qué, cómo y dónde 
se desplaza la mujer por la ciudad, sobre el uso de los distintos medios de transporte y en torno a sus 
desplazamientos a pie, etc. Y, al mismo tiempo, conocemos que, independientemente de sus roles actuales, 
pero percibiéndose, al mismo tiempo, cambios importantes en tales comportamientos en función de la 
efectividad que están teniendo las políticas de igualdad, los cambios en la sociedad civil y la incorporación 
de la mujer a los escenarios laborales, políticos, sociales y económicos, que hasta tiempos recientes estaban 
reservados a los hombres, decimos que dependiendo de estos roles sabemos que la movilidad es diferente y 
esa diferencia, si no se conoce y se ponen en marcha medidas para garantizar la igualdad de oportunidades, 
generan, como de hecho han generado, situaciones de discriminación.

Por todo ello, creemos que es muy necesario que en el planeamiento urbanístico, en las estrategias de 
sostenibilidad en todos los ámbitos, en la estrategia de diseño del sistema de transportes participen activamente 
las mujeres y se tengan muy presentes sus pautas de comportamiento en los desplazamientos y en el uso de 
los espacios, de forma que, con el resultado de esos planteamientos y estrategias, la perspectiva de género 
incida en la necesaria “feminización” de los espacios e itinerarios peatonales, en el diseño de los itinerarios 
del transporte colectivo y del carril bici y de su accesibilidad en los transportes públicos.



7INFORME ANUAL dPA 2014  / Separatas Temáticas12. IgUALdAd dE géNERO

Aunque algunos aspectos que marcan la pauta de los desplazamientos de la mujer en la ciudad los hemos 
mencionado ya, con carácter general podemos citar que el transporte colectivo es más utilizado por la mujer 
que el hombre (su presencia supera el 70%), la mujer se desplaza más a pie y, sobre todo, en desplazamientos 
cortos, utiliza menos el transporte privado y posee en menor proporción el carné de conducir, se desplaza 
con menores con más frecuencia que los hombres y ocupa con menor frecuencia que el hombre el sitio del 
conductor cuando se desplaza en vehículos privados.

Por otro lado, la falta de seguridad y la percepción del riesgo y miedo condiciona sus desplazamientos a 
determinadas horas, los roles tradicionales de cuidadora de personas mayores, discapacitadas y menores, de 
tareas en el hogar, implican desplazamientos a muy diferentes horas que no tienen por qué coincidir con las 
horas punta, desplazamientos que ofrecen una mayor visibilidad que los del hombre al ir muy condicionados 
o añadidos a los horarios laborales. 

En definitiva, hay más diversidad, como hemos indicado, en los desplazamientos de la mujer. No obstante, 
como también hemos comentado, los patrones de movilidad se van aproximando en la medida en que los 
roles hombre/mujer también se aproximan con las políticas de inclusión en todos los órdenes.

En este sentido, creemos que se debe incidir en el conocimiento de las motivaciones de los desplazamientos a 
pie, sus recorridos y necesidades a fin de facilitar el uso peatonal de la mujer por motivos familiares, laborales, 
etc. teniendo en cuenta sus peculiaridades de género.

Como quiera que la perspectiva de género ha estado, en gran medida, ausente en la definición de las ciudades, 
debido a la nula participación de la mujer en la toma de decisiones que configuran su diseño y teniendo en 
cuenta que tal realidad ha supuesto consolidar un modelo que no garantiza la igualdad de oportunidades en 
el uso y acceso a los espacios de la ciudad y servicios que en ella se ofertan, por ello, en el Informe Especial 
que nos ocupa, hemos formulado Recomendación para que, conforme al marco jurídico establecido en los 
arts. 9 y 14 CE; 15, 16, 35, 73, 105.2, 114 y 208 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y sus normas de 
desarrollo, singularmente la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la Promoción de la Igualdad de Género 
en Andalucía, se dicten cuantas medidas sean necesarias para garantizar la participación de la mujer y la 
presencia de la perspectiva de género en el planeamiento urbanístico, las estrategias de movilidad y las 
distintas políticas sectoriales que incidan en la configuración de las ciudades y, singularmente, en lo que a 
este Informe Especial concierne, en la configuración de los itinerarios y los espacios peatonales, así como 
en los medios de transporte sostenibles que deben complementar e impulsar los desplazamientos a pie y 
el uso peatonal de nuestras ciudades.

Todo ello facilitará el uso y disfrute de las oportunidades que ofrece la ciudad en condiciones de igualdad.

01.VI.2.3 
Empleo

En el ámbito del empleo, principalmente nuestras actuaciones se han centrado en la continuación de quejas 
iniciadas en el año 2013, en la que se plantearon cuestiones, entre otras, relativas a cómo habían afectado 
los recortes presupuestarios impuestos normativamente en el ámbito del sector público, a las empleadas 
públicas, en su condición de mujeres, por cuanto que son solo éstas las que pueden ser madres y las que para 
ello pasan por el estado de gestación, en el que se pueden producir enfermedades y dolencias propias de 
éste o derivadas de enfermedad común que pueden dar lugar a situaciones de incapacidad laboral temporal.

Ejemplo de ello fue la queja 13/1794; las relacionadas con la promoción de la igualdad de oportunidades 
entre hombres y mujeres, a través de personal especializado y mediante el establecimiento de programas 
de formación y apoyo a la figura profesional de agente de igualdad, como deber ineludible de las 
Administraciones Públicas, en la queja 13/1748.
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Así, la queja 13/1794, tramitada a lo largo del ejercicio de 2013, y promovida por una funcionaria del 
Ayuntamiento de Antequera, en relación con una posible disminución retributiva debida a una baja 
médica. El asunto que motivó la tramitación de la queja de la funcionaria municipal fue, en un primer 
momento, sus dudas ante la aplicación, o no, a la baja laboral por Incapacidad Temporal, por embarazo 
con reposo, de la Instrucción conjunta de las Secretarias de Estado de Administraciones Públicas y de 
Presupuestos y Gastos por la que se dispone dar cumplimiento a las previsiones del Real Decreto-ley 
20/2012, de 13 de Julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de 
la competitividad, en relación con la situación de incapacidad temporal del personal al servicio de la 
Administración del Estado.

A la vista de todo ello se formuló Resolución consistente en una Sugerencia, para que se promovieran las 
acciones oportunas, en orden a considerar como situación excepcional -con derecho a percibir el 100% de 
las retribuciones- a los procesos de incapacidad temporal que tengan inicio durante el estado de gestación, 
de las mujeres que formen parte del personal al servicio del Ayuntamiento de Antequera (Málaga), aun 
cuando no den lugar a una situación de riesgo durante el embarazo o de riesgo durante la lactancia.

Pues bien, a la vista de la respuesta formal que nos dio la administración municipal afectada, cabe entender 
que la sugerencia formulada fue aceptada, con lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones.

En la queja 13/1748 formulamos Resolución consistente en Sugerencia en orden a que se procediera, 
en el marco del convenio colectivo del personal laboral al servicio de la Junta de Andalucía, a la creación 
de la categoría profesional de Agente de Igualdad de Oportunidades de Mujeres y Hombres. Asimismo, 
una vez creada dicha categoría profesional, se procediera, a la adopción de las medidas oportunas para la 
creación o transformación de puestos de trabajo correspondientes a la misma en la Relación de Puestos 
de Trabajo de la Administración de la Junta de Andalucía.

Por otra parte sugeríamos al Instituto Andaluz de la Mujer, que en el futuro Plan de Igualdad para Andalucía, 
que se estime oportuno poner en marcha, una vez expire el actualmente vigente, se contemple el impulso, 
promoción y sostenibilidad de la figura profesional de Agente de Igualdad de Oportunidades entre mujeres 
y hombres, mediante el establecimiento de programas de formación y apoyo a esta figura profesional en 
organismos públicos.

Finalmente sugeríamos también que por el mencionado Instituto, hasta tanto no se aprobase la certificación 
profesional oficial de Agentes de Igualdad de oportunidades de mujeres y hombres, no se limite la titulación 
para acceder a determinados puestos de su RPT a Diplomatura Trabajo Social, Diplomatura en Educación 
General Básica, Graduado Social, sino que permita otras formaciones universitarias, preferiblemente del 
campo de las ciencias sociales y al mismo tiempo se regule la formación especializada en igualdad de 
género que considere imprescindible para acceder a los puestos de trabajo de su RPT que requieran de 
la misma, en función de las tareas encomendadas.

De la respuesta del mencionado Instituto se desprendía que se aceptaban las Sugerencias referidas en 
los párrafos precedentes, en las materias de su competencia. 

Por su parte, la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública nos trasladaba que de acuerdo 
con lo establecido en la normativa de aplicación, el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, del 
Estatuto de los Trabajadores, mediante la negociación colectiva, o en su defecto, acuerdo entre la empresa 
y los representantes de los trabajadores, se establecerá el sistema de clasificación profesional de los 
trabajadores por medio de grupos profesionales, correspondiendo a la Comisión del Convenio Colectivo 
del personal laboral de la Administración de la Junta de Andalucía decidir en relación con las sugerencias 
formuladas por esta Defensoría, de lo que se daría traslado al citado órgano paritario, para su análisis y 
estudio.

A la vista de esta respuesta, nos volvimos a dirigir a la mencionada Dirección General para que nos dijera si, 
tal como nos había comunicado, si había dado traslado a la Comisión del Convenio Colectivo la Resolución 
de esta Defensoría, a cuyo requerimiento de información aún estamos pendiente de respuesta.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/sugerimos-reconocer-efectos-retributivos-la-baja-laboral-por-reposo-durante-embarazo
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/que-se-reconozca-la-categor%C3%ADa-profesional-de-agente-de-igualdad-de-oportunidades-de-mujeres-
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01.VI.2.4
Salud y Consumo

01.VI.2.4.1
Salud

Introducir la perspectiva de género en el análisis de las cuestiones que los ciudadanos plantean ante 
esta Institución, resulta complicado en el ámbito de la salud. En principio cabría decir que la prestación 
sanitaria no entiende de sexos, y que no resultan esperables alteraciones en su contenido en función de 
sus destinatarios. De hecho la alegación de discriminación en el acceso, los tiempos, o la modalidad de 
asistencia, es imperceptible en el montante global de las quejas.

Sin embargo, son múltiples los estudios que señalan diferentes niveles de salud en los hombres y las 
mujeres, las cuales a pesar de tener una mayor esperanza de vida, también se ven más afectadas desde 
el punto de vista de la morbilidad y la incapacidad.

Aparte de los factores biológicos y sociales a los que esta situación se achaca, sobre los que habría mucho 
que hablar, fundamentalmente en cuanto a veces redundan en dificultar el acceso de las mujeres a los 
servicios sanitarios; nos planteamos habitualmente en este apartado del informe la consideración de aquellos 
procesos patológicos o procedimientos asistenciales que singularmente atañen al sexo femenino, y los 
problemas que pueden afectarles, en la medida en que puedan traducir diferencias mucho más sutiles.

Entre los primeros, tradicionalmente contemplamos las quejas relacionadas con enfermedad oncológica 
en localizaciones exclusivamente femeninas (mama, cérvix, útero), y otras enfermedades de afectación 
única (endometriosis) o predominante (fibromialgia) en este género. 

Entre los segundos, nos referimos principalmente al proceso natural de la maternidad, y la asistencia 
sanitaria que necesariamente lo rodea, aunque en el mismo incluimos la problemática que rodea la atención 
al embarazo, y el parto; el diagnóstico prenatal, la interrupción voluntaria del embrazo y la reproducción 
asistida.

Así, en la relación de expedientes iniciados de oficio, incluida en el Informe Anual correspondiente a 2013, 
contemplamos la queja 13/823, encaminada a investigar la supresión del programa de asistencia psicológica 
para enfermas de cáncer que hasta entonces venía llevándose a cabo en el hospital Virgen Macarena. 

De esta manera nos hicimos eco de las reivindicaciones de algunas afectadas que habían sido recogidas 
por los medios de comunicación, pues partiendo de la ganancia que el tratamiento recibido había llevado 
consigo en cuanto a su manera de afrontar la enfermedad, hasta el punto de considerarlo como un pilar 
fundamental “para seguir adelante”, clamaban por el mantenimiento de una medida que se había demostrado 
absolutamente beneficiosa, no solo para ellas mismas, sino para las pacientes que fueran diagnosticadas 
y tratadas en el futuro.

Desde la perspectiva del centro, los resultados de un estudio de investigación, que era el que amparaba 
esta modalidad asistencial, no podían provocar la modificación de la cartera de servicios, pudiendo las 
afectadas recibir atención psicológica siguiendo el procedimiento habitual, para lo cual se priorizaba su 
derivación a las unidades de salud mental comunitaria.

Aún comprendiendo este estado de cosas, la experiencia de actuación de esta Institución en la tramitación 
de las quejas relacionadas con la atención sanitaria de salud mental, nos ha llevado a advertir que las 
terapias psicológicas dispensadas desde las unidades de salud mental comunitaria son escasas y que la 
frecuencia de las sesiones dista mucho de la deseable para las necesidades de los pacientes, y por tanto, 
suponemos que de la periodicidad del tratamiento que estas mujeres han estado recibiendo en el hospital.
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Por lo que hace a la atención sanitaria de las mujeres en el proceso asistencial de embarazo, parto y 
puerperio, durante el año pasado se reprodujo una cuestión que ya fue objeto de nuestro posicionamiento 
hace algún tiempo, y que combina la reclamación profesional y la defensa de la calidad de la asistencia.

Nos referimos al planteamiento realizado por un colectivo de matronas en paro en relación con el déficit 
relativo de esta figura profesional en el ámbito de la atención primaria de la salud. 

La denuncia resaltaba las diferencias existentes en las distintas provincias andaluzas, en cuanto a la ratio 
de matronas en los centros de salud, y la consecuencia que de este panorama extraían las interesadas, no 
era otra que la desigualdad en la atención a la salud de las mujeres en cuanto a la maternidad y durante 
toda su vida reproductiva. Las interesadas refieren que en Andalucía no se contempla la atención a la 
salud integral de las mujeres, desde la adolescencia hasta la menopausia, y se dejan fuera aspectos tan 
relevantes como planificación familiar, enfermedades de transmisión sexual, apoyo a la lactancia, afrontar 
pérdidas perinatales, prevenir disfunciones del suelo pélvico..., en definitiva, ofrecer resultados en salud 
con profesionales disponibles y formados específicamente en estos aspectos.

En su momento, en la queja 07/2272, ya se comparó la situación de las dos provincias más deficitarias 
-Córdoba y Almería- en relación con el resto de las provincias andaluzas, a la luz del estudio que sobre las 
necesidades de formación de matronas se había elaborado por la Administración, con el objeto de cubrir 
las vacantes por jubilaciones, así como para subvenir a las necesidades de estos profesionales en atención 
primaria, las cuales se cifraban en la incorporación de 59 profesionales en esta área.

Entonces elaboramos una resolución que contenía diversas Recomendaciones para el incremento de 
plantilla con las plazas de matronas correspondientes a cada provincia según el estudio de necesidades 
realizado por la Administración, y el establecimiento de un calendario para la dotación presupuestaria de 
las plazas, priorizando las provincias más deficitarias, las cuales no pudimos considerar aceptadas por 
parte de la Administración.

El informe que hemos recibido en la queja 13/6808 (a la que se acumularon la queja 14/696 y la queja 
14/1726) abunda en argumentos ya conocidos, sobre la posibilidad de que en el ámbito de la atención 
primaria de la salud, las funciones inherentes al proceso asistencial de embarazo, parto y puerperio se 
lleven a cabo por distintos profesionales, y la necesidad de justificar la presencia de la matrona por las 
características poblacionales de cada área geográfica (índice de partos, envejecimiento de la población, ...).

Aún sin haber concluido nuestra actuaciones en estos expedientes, seguimos sin entender las diferencias 
tan pronunciadas que se producen en la ratio de estas profesionales en función del territorio, y la 
implementación de unidades formativas para la especialidad de obstetricia y ginecología que se prevé 
(ocho pendientes de acreditación), teniendo en cuenta el mantenimiento (cuando no ligero descenso) de 
la presencia de las matronas en la Comunidad Autónoma (de 172 en 2008 a 169 en 2013).

Con carácter general también nos referimos en este apartado del informe a la problemática que plantea el 
acceso y la dispensación de las técnicas de reproducción asistida, pues aún cuando no afecta exclusivamente 
a las mujeres, sí son los principales sujetos de los tratamientos en los que aquellas consisten.

En el curso de nuestra actividad ordinaria, hemos asistido a la evolución de esta cuestión, tramitando 
un número variable de quejas que se sustentan, bien en la negativa para el acceso a los tratamientos, 
bien en la demora para recibirlos, lo que a su vez puede llegar a provocar la exclusión de aquellos, por el 
cumplimiento de la edad que opera como límite máximo.

Durante el pasado ejercicio esta tendencia habitual se mantuvo y se tradujo en la recepción de 13 quejas 
por este concepto. En la mayoría, se discrepa de la exclusión del programa por diversas causas de las 
que se recogen en la Guía de reproducción humana asistida del Sistema Sanitario Público de Andalucía: 
haber cumplido los 40 años (queja 14/1056 y queja 14/4957); tener un hijo previo (queja 14/3316 y queja 
14/5256), o haberse sometido a un procedimiento de esterilización voluntaria (queja 14/1340, queja 
14/1364, y queja 14/5387). En otras, se limita el tratamiento a un único ciclo por mala calidad ovocitaria 
(queja 14/3948); se solicita la donación de ovocitos (queja 14/3157 y queja 14/3496), o el diagnóstico 
genético preimplantatorio (queja 14/2999).

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pr%C3%B3xima-recibir-el-tratamiento-de-reproducci%C3%B3n-asistida-con-donaci%C3%B3n-de-ovocitos


11INFORME ANUAL dPA 2014  / Separatas Temáticas12. IgUALdAd dE géNERO

En este punto, cabe reseñar que la mayoría de los criterios contemplados en guías y protocolos para definir 
el contenido de la prestación desde el punto de vista subjetivo y objetivo, han tenido acogida por fin en una 
disposición de rango adecuado que viene a configurar la cartera de servicios del Sistema Nacional de Salud.

A partir de su entrada en vigor en noviembre pasado, la Orden SSI/2065/2014, de 31 de octubre, por la que 
se modifican los anexos I, II y III del Real Decreto 1030(2006, de 15 de septiembre, por el que se establece 
la cartera de servicios comunes del SNS y el procedimiento para su actualización, constituye el obligado 
punto de referencia de legalidad de las actuaciones administrativas en este campo, elevando los criterios 
generales y específicos para el acceso a estas técnicas a la categoría de norma.

Con carácter previo, sin embargo, la administración sanitaria andaluza editó una nueva versión de la guía 
referida, mediando su exposición en la página web del Servicio Andaluz de Salud, en la que incorporaba 
algunas novedades que, más tarde, se reflejaron en dicha norma. 

De esta manera, recogió criterios que antes no se consideraban y empezó a aplicarlos a partir de febrero. 
En concreto, practicó este modo de proceder respecto de los solicitantes de tratamiento que se habían 
sometido a procedimientos de esterilización con carácter previo, lo que nos llevó en la queja 14/1414, 
que se inició de oficio, a emitir una Recomendación para que se paralizara su aplicación, así como la de 
otros requisitos limitativos recogidos en la guía en tanto los mismos no se incluyeran en la cartera de 
servicios del SNS.

La publicación de la Orden estatal en el lapso de tiempo que medió hasta la respuesta administrativa, 
dejó sin objeto el contenido de aquella y nos llevó a matizarla en una comunicación posterior, dirigida a 
lograr la aplicación de los tratamientos a todos los solicitantes afectados por este criterio de exclusión 
que se hubieran incorporado a la lista de espera en el período de transición entre la Guía y la norma, 
encontrándonos en la actualidad a la espera de respuesta para poder valorar definitivamente el grado de 
cumplimiento administrativo de nuestra propuesta.

Por otro lado, en la queja 14/2971 la interesada solicitó la creación de una unidad de día para madres en 
un centro hospitalario, a fin de garantizar el bienestar de las que deben permanecer en el mismo tras el 
alta, porque se prorrogue la estancia hospitalaria de sus hijos recién nacidos. 

Y es que, recuperándose de una intervención de cesárea, optó por no quedarse en la unidad configurada 
al efecto para favorecer la lactancia, puesto que no se permitía la estancia de familiares que pudieran 
auxiliarla. De ahí que acudiera al centro todos los días, viéndose obligada a permanecer en condiciones 
inadecuadas para su estado, en un sillón ubicado en un pasillo, sin suministro de comida, y utilizando los 
aseos comunes.

En virtud del informe administrativo pudimos conocer que el hospital en cuestión tiene un hotel de madres, 
y las condiciones que rigen su utilización, entendiendo por nuestra parte que existan unas normas que 
traten de favorecer la convivencia temporal de quienes se ven obligadas a utilizar este recurso, aunque 
lógicamente las necesidades individuales de cada madre, en función de las circunstancias, puedan no 
resultar completamente satisfechas con el mismo.

01.VI.2.4.2
Consumo

En esta materia, de las quejas presentadas por mujeres, normalmente mujeres separadas, madres de familia 
con personas menores a cargo, se trasluce para las mismas una peor situación de partida cuando se trata 
del impago de las hipotecas con causas relacionadas con los efectos y causas de la crisis económica que 
les hace acudir a solicitar ayuda para conseguir la dación en pago de las entidades de crédito prestamistas 
o la supresión de las cláusulas suelo, por cuanto que a ello se une, casi siempre, el incumplimiento del 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-que-se-paralicen-las-modificaciones-en-la-prestaci%C3%B3n-de-reproducci%C3%B3n-asistida
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excónyuge de la obligación de pago de la pensión alimenticia a los hijos, o el impago de parte de la cuota 
hipotecaría que le hubiera correspondido en virtud de la división de los bienes gananciales.

Merece ser destacada la queja 14/460, presentada en esta Institución por una madre de cuatro hijos, 
dos de ellos menores de edad, con una nieta de 4 años también a su cargo. La mujer se encontraba en 
situación de desempleo y su exmarido no cumplía con habitualidad el abono de la pensión debida.

Nos relataba que estaba tramitando ante su sucursal bancaria la dación en pago de su vivienda y alquiler 
social, pero se habrían paralizado los trámites para el citado acuerdo tras recibir la notificación de que se 
había señalado fecha para la subasta en el proceso de ejecución hipotecaria instado por la entidad financiera.

Tras dar traslado a La Caixa, entidad financiera responsable del préstamo, de la situación de la interesada, 
y una vez estudiada por el correspondiente Comité, se nos comunicó que se había firmado el acuerdo de 
dación de pago y alquiler social un día antes de la fecha prevista para la subasta, lo que nos permitió dar 
por concluida nuestras actuaciones ya que esta decisión acogía las pretensiones de la interesada.

También en la queja 14/730 la interesada manifestaba que se dirigía a nosotros como ya último recurso, 
pues su banco no quería quitarle la cláusula suelo, por lo que solicitaba nuestra ayuda haber que podía 
hacer al respecto, ya que tenía tres menores, estaba separada y su ex no pagaba el 50% de la hipoteca 
desde hacía casi dos años, estaba en paro y cobraba 426 euros con lo que evidentemente no llegaba a fin 
de mes. Añadía que su ex estaba en Argentina y no se hacía cargo de los niños. Solicitaba también ayuda 
al DPA para encontrar empleo como camarera de piso. 

Esta queja fue acumulada a la queja de oficio que sobre las cláusulas suelos tramita esta Defensoría, aún 
en curso de investigación (queja 13/409).

01.VI.2.5
Administración Tributaria

En esta materia, en las quejas que nos presentan, la problemática suele estar relacionada con la reclamación 
por las entidades locales, del pago de tributos, tasas etc, a mujeres separadas o divorciadas, por el impago del 
obligado abono de las mismas a sus ex parejas sentimentales y tras haberse producido su separación o divorcio.

A este respecto, de acuerdo con lo establecido en el art. 63 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, son sujetos 
pasivos del Impuesto de Bienes Inmuebles, a título de contribuyentes, las personas naturales y jurídicas 
que ostenten la titularidad del derecho que determina la existencia del hecho imponible de este impuesto.

En aplicación de las previsiones normativas básicas al respecto, es lo normal que las ordenanzas fiscales 
reguladoras de los tributos, en los casos de matrimonio en régimen de gananciales, consideren como 
obligados tributarios a cualquiera de los dos cónyuges, que están sujetos por igual a pagar la totalidad del 
recibo que se puede emitir a nombre de los dos.

Esta situación sólo cambiaría si se pusiese fin a la sociedad de gananciales, en cuyo caso pasaría a ser 
obligado tributario quien resultase adjudicatario de los inmuebles sujetos a tributación o la persona a la 
que se atribuya el hecho imponible de que se trate.

Por tanto, en el caso de que se trate de los impuestos que gravan los bienes inmuebles y en el supuesto 
de que exista una resolución judicial en el proceso de separación o divorcio que atribuya al ex-marido, 
como medida provisional, la obligación de atender la deuda tributaria derivada de la titularidad del 
inmueble, no cambia para la mujer su condición de obligada tributaria respecto al Ayuntamiento de que 
se trate, ya que sigue siendo propietaria del inmueble al no haberse disuelto la sociedad de gananciales.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/con-nuestra-mediaci%C3%B3n-una-mujer-consigue-la-daci%C3%B3n-en-pago-y-alquiler-social-con-su-banco
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/medidas-de-protecci%C3%B3n-y-defensa-de-las-personas-consumidoras-y-usuarias-afectadas-por-la-apl
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Una vez disuelta la sociedad de gananciales, el cambio de obligado tributario, deberá ser comunicado a 
la Administración Tributaria, para que el nuevo titular asuma sus obligaciones de pago al respecto de los 
tributos de aplicación al bien inmueble del que haya asumido la titularidad, pudiendo la otra parte, solicitar 
su baja en los registros correspondientes y en los padrones y matrículas fiscales de la Administración 
Tributaria correspondiente. Los efectos pertinentes se producirán a partir del 1 de enero del ejercicio 
siguiente a aquel en que se solicita tal baja, pues lo normal es que los tributos aplicables al respecto se 
devenguen en esa fecha.

A título de ejemplo, destacamos la quejas 13/6612 y 14/1044, esta última presentada por una mujer que 
nos manifestaba que se había visto forzada a una separación matrimonial por violencia de género, que 
conllevó el abandono urgente de su domicilio y sus pertenencias y su acogida en un centro de la Junta 
de Andalucía. Entre las pertenencias abandonadas se encontraba un vehículo que era de su propiedad 
pero que utilizaba habitualmente su expareja. 

Años después de estos hechos, recibe reclamación de cantidad del Ayuntamiento de Coria (Cáceres) por 
impago del Impuesto Municipal de Vehículos de Tracción Mecánica. Tras muchas dificultades consigue 
dar de baja al vehículo en la Jefatura Provincial de Tráfico, pero no consigue que el Ayuntamiento acepte 
eximirle del pago del tributo.

El expediente de queja fue trasladado a la Defensora del Pueblo del Estado al afectar a un Ayuntamiento 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura, que carece de Defensor del Pueblo autonómico.

También podemos citar la queja 14/969, en la que una mujer denunciaba que debía afrontar el pago 
de unos tributos municipales al haber omitido su ex marido su deber de cambiar la titularidad de los 
mismos tras la separación de bienes consecuencia de su acuerdo de divorcio.

La interesada nos informaba que el Ayuntamiento de Almuñécar le había pasado al cobro en vía de 
apremio, mediante el Servicio Provincial Tributario de Granada, una deuda liquidada por IBI de 2007 
por un local dedicado a restaurante que fue de su titularidad hasta el año 2006 y también le reclamaba 
tasas por ocupación de vía publica de los ejercicios de 2007 y 2008, derivados del mismo local. Según 
explicaba, el restaurante fue adquirido constante matrimonio y era gestionado desde hacía varios años 
por su exmarido, tras adjudicársele la titularidad del mismo mediante acuerdo de separación. 

El problema surge al no haberse realizado el cambio de titularidad por el ex marido y no abonar éste los 
tributos y tasas municipales, lo que determinó que la Administración Tributaria le pretendiera embargar 
a ella por tales impagos.

La interesada señalaba que en octubre de 2008 comunicó el cambio de titularidad a la Administración 
Tributaria Municipal por lo que desconocía las razones por las que la misma no tuvo en cuenta tal extremo 
y le volvía a liquidar por tales conceptos tributarios.

Tras dirigirnos a la administración municipal de Almuñécar, se nos remitía informe indicándonos que se había 
procedido mediante Resolución de la Alcaldía a la devolución de las cantidades ingresadas indebidamente 
por ocupación de vía pública con mesas y sillas, correspondientes a liquidaciones de los ejercicios de 2008 
y 2009, certificándose por otro lado que la interesada figuraba sin deudas activas a su cargo en aquella 
Administración; razón por la que dimos por finalizadas nuestras actuaciones al considerar aceptadas las 
pretensiones de la promovente de queja.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/el-ayuntamiento-le-devuelve-un-dinero-cobrado-indebidamente
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01.VI.2.6
Igualdad en el deporte

Tal como muy bien expresa la Exposición de Motivos de la Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte 
en Andalucía, desde hace tiempo, el deporte ha sido un claro ejemplo de integración social, hasta el punto 
que determinadas actividades deportivas se han convertido en ejemplo de tolerancia entre pueblos, razas, 
culturas y, cómo no, entre hombres y mujeres. 

No obstante, aún en la actualidad, se siguen dando ingratas excepciones a esta regla general o, cuanto 
menos, supuestos en los que se hace preciso un mayor esfuerzo para favorecer la plena igualdad de trato 
y de oportunidades.

Para ello, se encomienda a las administraciones públicas la especial atención a las circunstancias relacionadas 
con la condición de mujer y con la discapacidad. 

Así, el artículo 48 de la Ley para la Promoción de la Igualdad de Género, se establece que «Los poderes 
públicos de Andalucía, en el contexto general de garantías de los derechos de las personas con discapacidad, 
desarrollarán acciones para las mujeres con discapacidad, teniendo como eje transversal de las políticas 
públicas sus necesidades específicas, con el fin de asegurar su inclusión y acceso en igualdad a todos los 
ámbitos de la sociedad.»

Asimismo, el artículo 8.2 de la Ley 51/2003, de 2 de Diciembre, de igualdad oportunidades, no discriminación 
y accesibilidad universal de las personas con discapacidad: «Los poderes públicos adoptarán las medidas 
de acción positiva suplementarias para aquellas personas con discapacidad que objetivamente sufren 
un mayor grado de discriminación o presentan menor igualdad de oportunidades, como son las mujeres 
con discapacidad.».

En nuestro informe anual del pasado año, dábamos cuenta de la tramitación de la queja 13/292, cuya 
tramitación ha culminado en el presente ejercicio, en la que una mujer con discapacidad visual del 78%, nos 
trasladaba las dificultades con las que se estaba encontrando para participar en competiciones oficiales de 
atletismo (carreras populares y medias maratones) en la categoría específica de mujer con discapacidad.

La queja se concretaba en la falta de previsión de esta categoría en distintas competiciones organizadas 
por Administraciones públicas, cuando sí se había recogido para el caso de hombres. Se apelaba pues 
al artículo 56.2 de la Ley 12/2007, de 26 de Noviembre, para la promoción de la igualdad de género en 
Andalucía, cuando señala: «Las Administraciones públicas favorecerán la efectiva apertura de las disciplinas 
deportivas a las mujeres impulsando su participación en los diferentes niveles y ámbitos del deporte.»

Finalmente se hacía referencia al II Plan de acción integral para personas con discapacidad, una de cuyas 
estrategias es la de mejora del acceso al deporte.

Pues bien, una vez recibidas las respuestas de los diferentes organismos consultados, a saber, la Dirección 
General de Personas con Discapacidad, la Dirección General de Actividades y Promoción del deporte, 
la Federación Andaluza de Atletismo y el Instituto Andaluz de la Mujer, podemos extraer las siguientes 
conclusiones:

Las Federaciones Deportivas Andaluzas, son entidades privadas, sin ánimo de lucro, con personalidad 
jurídica propia y plena capacidad de obras, debiendo sólo existir una de ellas por cada modalidad deportiva 
conocida en Andalucía, con excepción de las federaciones polideportivas que puedan constituirse para la 
práctica de los deportes por disminuidos físicos, psíquicos, sensoriales, ciegos o mixtos. 

Resultado de esta excepción es lo que se recoge en los estatutos de la Federación Andaluza de deportes 
para ciegos, en la que se encuentra como especialidad, entre otras, la de atletismo.

Las federaciones Deportivas, además de competencias propias pueden ejercer competencias delegadas 
por la Administración, encontrándose entre estas, las de calificar y organizar en su caso, las actividades y 
competiciones oficiales de ámbito autonómico.
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Por su parte, las Entidades Locales, pueden ejercer por sí o asociadas, funciones de organización y 
autorización de manifestaciones deportivas en su territorio, específicamente las de carácter popular.

Por su parte, la Federación Andaluza de Atletismo, nos decía que en muchas ocasiones se había encargado 
de integrar en sus pruebas a atletas con discapacidad tanto física como intelectual, a fin de propiciarles 
competiciones deportivas que encuentran en su propia federación y que, en pos de apoyar este tipo de 
acciones, cuando una prueba incluya categoría de discapacitados recomendarían a la organización que 
se incluya a ambos sexos.

Tras dar traslado de todo ello a nuestra reclamante para oír alegaciones, no presentó ninguna, por lo que 
entendimos que básicamente estaba de acuerdo con la información recibida y con los compromisos que 
asumían las partes, con la finalidad de que hechos de esta naturaleza no se produzcan.

01.VI.2.7
Educación y personas menores

Durante 2014, el área de Menores y Educación ha tramitado un total de 25 expedientes de quejas cuya 
temática, con carácter transversal, se encuentra relacionada -en mayor o menor medida- con cuestiones 
que inciden en el principio de igualdad de género.

Todas las quejas señaladas, a pesar de sus singularidades, tienen características comunes que permiten 
su análisis en tres grupos. El primero de ellos englobaría aquellas cuestiones relacionadas con el derecho 
a la Educación; el segundo estaría compuesto por los asuntos concernientes al derecho de familia, y por 
último, estarían aquellos expedientes que ponen de relieve las dificultades de mujeres con cargas familiares 
para el sustento de la familia.

En el ámbito educativo nos encontramos con quejas de madres que demandan la aplicación de las normas 
sobre escolarización establecidas para las víctimas de violencia de género. Son casos en los que, iniciado el 
curso escolar, las madres solicitan el cambio de colegio de sus hijos a otro centro más cercano al domicilio 
familiar o al lugar donde se encuentren provisionalmente, una vez obtenida la orden de alejamiento del 
agresor y reconocida su condición de víctima de violencia de género. El problema radica en la inexistencia 
de plazas en el nuevo centro escolar demandado (queja 14/3459).

Por otro lado, la mayoría de las quejas en este ámbito están relacionadas con el derecho de familia. Son 
frecuentes las reclamaciones, tanto de mujeres como de hombres que cuestionan el trato recibido en 
sede judicial por su condición de varón o hembra. En el caso de los hombres, muchos se lamentan que, 
por denuncias falsas de sus exparejas, se les impida o dificulte el contacto con sus hijos (queja 14/1455, 
queja 14/2194, queja 14/2223, queja 14/3307, queja 14/4014, queja 14/4067, queja 14/4068, queja 14/443, 
queja 14/5711, queja 14/5833, queja 14/332, entre otras).

Dentro de los posibles motivos de conflictos que surgen tras la ruptura de la pareja, el ejercicio del derecho 
de visitas por el maltratador adquiere una especial singularidad. 

Esta Institución, con ocasión del Informe especial sobre “menores expuestos a violencia: víctimas con 
identidad propia” abordó esta problemática e incidió en la necesidad de resolver siempre en interés 
superior del menor y, sobre todo, de escuchar al menor antes de adoptar una decisión sobre el régimen 
de visitas. Asimismo, en dicho trabajo pusimos de relieve la conveniencia, en los casos de malos tratos, 
de efectuar por los Puntos de Encuentro Familiar un seguimiento exhaustivo sobre el desarrollo de las 
visitas del maltratador con sus hijos.

Como en ejercicios anteriores –si bien ha descendido el número de quejas en 2014- hemos recibido 
reclamaciones de mujeres que se lamentan por el impago de las pensiones de sus exparejas o por no 
contar con suficientes ayudas públicas para el mantenimiento de la familia (queja 14/4017).

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%C3%ADctimas-con-identidad-propia
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%C3%ADctimas-con-identidad-propia
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%C3%ADctimas-con-identidad-propia
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/menores-expuestos-violencia-de-g%C3%A9nero-v%C3%ADctimas-con-identidad-propia
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Por último, y no englobada en ninguno de los 3 grupos descritos, traemos a colación la denuncia de una 
Asociación de Mujeres Musulmanas de Sevilla y una ONG contra un libro de texto publicado en la web de 
un instituto de enseñanza secundaria por considerar que su contenido vulnera la dignidad de las mujeres 
musulmanas y fomenta la intolerancia y el odio hacía las personas musulmanas y hacia el Islam como 
religión (queja 14/5584).

01.VI.2.8
Administración de Justicia y Seguridad Ciudadana

01.VI.2.8.1
Administración de Justicia

En cuanto a la administración de Justicia, las quejas más usuales desde una perspectiva de género son las 
presentadas por mujeres quejándose del funcionamiento de la Justicia en los procedimientos de reclamación 
de la pensión compensatoria o la de alimentos del padre de sus hijos o hijas, en los procedimientos de 
separación o divorcio.

En ocasiones, se plantea una problemática adicional y es la relativa a cuando los ingresos del obligado al 
pago no alcanzan el importe del Salario Mínimo Interprofesional, por cuanto que en este caso por mandato 
de los artículos 605 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tienen el carácter de inembargables. No 
obstante, este problema se solventa con la equiparación de la pensión compensatoria con la pensión de 
alimentos según el art. 608 LEC y no debe tenerse en cuenta la escala del art. 605, 606 y 607 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (AAP Valencia, Sección 10ª 17/06/2003 y AAP Madrid, Sección 22ª 03/06/2003).

Así se planteaba en la queja 14/943, en la que la interesada manifestaba tener concedida una pensión de 
alimentos desde el año 2011 y afirmaba que desde entonces no ha recibido ni un euro pese a haberle 
asegurado su abogado que él había hecho lo que tenía que hacer. 

La única manera de averiguarlo y comprobar si era negligencia del abogado o del Juzgado ejecutante era 
admitiendo la queja a trámite a fin de conocer lo acaecido en la sustanciación del procedimiento de ejecución 
de títulos judiciales nº ..., seguido ante un Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, como consecuencia 
del incumplimiento por parte del obligado al pago de la pensión compensatoria establecida a su favor en 
la sentencia recaída en el procedimiento de divorcio seguido ante el mismo juzgado, que igualmente se 
vio impelida a promover debido a los malos tratos que recibía de su esposo.

En base a dicho argumento, se había dispuesto judicialmente la retención y puesta a disposición del Juzgado, 
la cantidad de 150,00 euros mensuales hasta cubrir las cantidades reclamadas de 3177,00, de la pensión 
que percibía el demandado del Instituto Nacional de la Seguridad Social y además, retención y puesta a 
disposición judicial, periódicamente para asegurar el pago de la pensión compensatoria, por importe de 
150,00 mensuales, cantidad que habría de ser revisada anualmente según IPC, que publique el I.N.E., o 
un organismo que pueda sustituirle.

De la tramitación de la queja se desprendía que la actividad desplegada por el Juzgado en orden a 
conseguir se procediera a la retención y puesta a disposición del mismo de las cantidades a deducir de 
la cantidad que percibía su ex marido del Instituto Nacional de la Seguridad Social era la adecuada, otra 
cosa es que no hubiera habido aún respuesta por parte de dicho organismo ni se hubiera acreditado la 
titularidad de la cuenta corriente que nuestra reclamante designó para que se efectuara el ingreso. Es 
por ello que le aconsejamos que se pusiera en contacto con su abogado/a al objeto de que emprendiera 
la actuación que mejor conviniera a su defensa.
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En el Orden Jurisdiccional Civil y en los procedimientos que nos ocupan, es decir los de demandas de 
separación o divorcio, y más concretamente, en las contenciosas, no es infrecuente que se plantee una 
fuerte contestación o discrepancia en cuanto a la atribución de la guardia y custodia de los descendientes.

Tal fue el caso de la queja 14/1218, en la que el interesado decía estar envuelto en un procedimiento 
de separación o divorcio donde se dilucidaba la atribución de la guarda y custodia de los dos menores 
hijos del matrimonio roto.

Sin embargo, el problema que planteaba era su discrepancia tanto del contenido como de la manera de 
fabricar el dictamen o informe emitido por el Equipo Psicosocial respecto de la idoneidad de los progenitores 
para ostentar la guarda y custodia de sus hijos, que terminaba aconsejando se le concediera a la madre, pese 
a que cualquiera de los dos, cada uno de los cuales había solicitado para sí la misma, estaban capacitados.

En cualquier caso, este informe forma parte de las pruebas que se aportan en el procedimiento y es 
como cualquier informe pericial meramente ilustrativo para el juzgador, que lo valorará como considere 
conveniente, sin que le vincule para adoptar la decisión que proceda.

Finalmente, en las infracciones penales relacionadas con la violencia de género, es destacable, como 
particularidad que, en ocasiones, las mujeres víctimas se arrepientan de haber denunciado a su agresor 
y se lamenten de las consecuencias que para el mismo ha tenido la acción judicial, llegando a solicitar la 
reversión de la condena.

Tal es el caso de la queja 14/686 en la que interesada solicitaba instásemos del Juzgado el levantamiento 
de la orden de alejamiento que pesaba sobre su marido, que la agredió en la mismísima noche de bodas. 
La interesada lo perdonaba, quería formar una familia con él y no le era posible al estar ordenado su 
alejamiento durante unos cuantos meses. 

También en la queja 14/1564 según nos contaba la interesada en su escrito, tras varios episodios 
desafortunados con su pareja se dicto sentencia por la que se le condeno a 3 años y medios de privación 
de libertad con orden de alejamiento, teniendo ambos un hijo en común y siendo su deseo poder acudir 
a verlo y llevarle también al menor.

Obviamente, y sin necesidad de realizar comentario alguno, no podíamos acceder a estas insólitas pretensiones 
y hemos de reiterar, una vez más, la imposible intervención de esta Institución, cuando se trata de revisar 
decisiones judiciales, firmes o no, sin perjuicio de informar a la persona interesada sobre las posibilidades 
de recurso o actuación con las que, a tenor de los datos que nos haya ofrecido, pudiere contar.

También nos llegan quejas sobre supuestos en los que las mujeres se sienten injustamente tratadas en 
los juicios penales por violencia de género, tal fue el caso de la queja 14/276 en la que la interesada se 
quejaba de lo agresivo que fue el interrogatorio del juez ante el que se celebraba un juicio sobre violencia 
de género en el que era la víctima de su ex pareja, que, a su parecer, fue mejor tratada que ella. 

A los pocos días, nos llegó un nuevo correo de la interesada desistiéndose tras haber hablado con su abogado, 
que le explicó que al haber sido víctima y testigo el juez necesitaba interrogarla exhaustivamente para poder 
llegar a saber si decía o no la verdad en un asunto en que las versiones eran obviamente contradictorias.

01.VI.2.8.2
Seguridad Ciudadana

Han sido varias las asociaciones, sindicatos y colectivos que nos han manifestado su reclamación por 
actuaciones relacionadas con la incoación de expedientes sancionadores y la imposición de sanciones y 
multas que terminan generando un impacto en las capacidades económicas de estas entidades y, sobre 
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todo, de sus militantes, que devienen de acciones de protesta en la vía pública, de manera libre y pacífica, 
que pueden llevar aparejadas un efecto disuasorio o restrictivo a la hora de manifestar, de esta forma, sus 
discrepancias con determinados asuntos de la vida social y política.

Tal fue el caso de la queja 14/3431, en la que una entidad integrada por varios colectivos de mujeres 
feministas se dirigió a nosotros para mostrarnos su inquietud y alarma por la represión, hostigamiento, 
amedrentamiento sistemático del que estaban siendo objeto, con motivo de sus acciones en contra de la 
Ley del Aborto de nuestro país., ya que tras haber llevado a cabo un acto de concentración en la vía pública 
fueron impelidas a identificarse por la policía, recibiendo con posterioridad sanciones de distinta naturaleza.

Este colectivo, fue recibido en comparecencia en la sede de la Defensoría, en la que reiteramos nuestra 
preocupación por los efectos que se están produciendo entre diversos colectivos y entidades ciudadanas 
que suelen devenir, como decíamos en procedimientos sancionadores e imposición de multas, al mismo 
tiempo que fueron informadas de que venimos poniendo en conocimiento de tales circunstancias al Defensor 
del Pueblo Estatal, ya que intervienen agentes dependientes de las Fuerzas de Seguridad del Estado, al 
igual que era nuestra intención trasladar este aspecto en las próximas reuniones que mantuviéramos con 
la Subdelegación del Gobierno de Andalucía.

01.VI.2.9
Vivienda

En el año 2014, se nos han seguido presentando bastantes quejas en las que las mujeres se dirigen a la 
Defensoría exponiéndonos sus dramáticas circunstancias y solicitando desesperadamente ayuda para 
poder acceder a una vivienda digna y adecuada para ellas y sus familias, de régimen protegido por la 
Administración al no poder satisfacer este derecho en el mercado libre por no tener ingresos económicos 
suficientes para ello.

Como no nos cansamos de repetir en nuestros Informes Anuales al Parlamento de Andalucía, son constantes 
las quejas de mujeres solas con cargas familiares en situaciones de vulnerabilidad y en riesgo de exclusión, 
cuando no de verdadera exclusión para el ejercicio y satisfacción de determinados derechos, tal es el caso 
del derecho a la vivienda.

Este año, y tal como ya percibíamos en 2013, se ha caracterizado por el en muchos casos agravamiento de 
las situaciones de pobreza y exclusión en la que se encuentran muchas de estas mujeres, que en ocasiones 
se ven agravadas si además las afectadas han sido o son víctimas de violencia de género, a veces difíciles 
de creer que puedan estar dándose en un país como el nuestro que se define en su Norma Suprema 
como “Estado Social”, siendo la realidad que la satisfacción de algunos de los derechos sociales, como el 
de la vivienda, hoy por hoy, sigue siendo, más si cabe que en años anteriores, uno de los grandes retos 
de los poderes públicos.

En sus relatos, muchas nos dicen que tienen personas menores a su cargo, perciben solo la ayuda económica 
por ser víctima de violencia de género, que viven de la caridad de sus familiares y que llevan varios años 
solicitando vivienda pública, sin resultado positivo, además denuncian que los Servicios Sociales le han 
dicho que no la pueden ayudar (queja 14/3741).

En ocasiones estas circunstancias se ven agravadas por el hecho de haber tenido vidas muy difíciles, con 
multiproblemáticas de malos tratos, dentro y fuera del seno familiar, además de encontrarse sin redes 
familiares ni sociales de apoyo. El hecho de haber sido tributarias de tanto sufrimiento las hace creerse 
merecedoras del derecho a poder acceder a una vivienda para ella y sus hijos e hijas. (queja 14/4371).

La carencia de ingresos o la percepción de algunos de muy escasa cuantía, en algunos caso les ha llevado 
a no poder pagar los alquileres de las viviendas que venían disfrutando, ello a pesar de haber estado 
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percibiendo, en algunos supuestos, ayuda social económica para el pago de la renta durante algunos 
meses, llevándolas a solicitar ayuda para resolver estas situaciones ante el inminente desahucio que se 
les avecina, dado el resultado negativo de sus gestiones ante la administración municipal para acceder 
a una vivienda pública. Manifiestan no comprender que no se les pueda adjudicar una vivienda de estas 
características, cuando incluso conocen y dan datos de viviendas públicas vacías y desocupadas en el 
municipio en el que habitan (queja 14/5457 y queja 14/5550).

En otras ocasiones, estas situaciones las lleva a ocupar viviendas insalubres que perjudican muy seriamente la 
salud de sus hijos e hijas pequeños, por lo que quieran salir de ellas, sin resultado positivo alguno (queja 14/6339).

Pero es que estas circunstancias se agravan aún más cuando el desahucio ya se ha producido y se encuentran 
en la calle con los y las menores a su cargo, sin tener donde residir. Ello les lleva, en los casos más extremos 
de pobreza, a ocupar sin título legítimo alguno, tanto viviendas libres desocupadas, normalmente propiedad 
de entidades de crédito, como de titularidad pública, solicitando mediemos ante la propiedad para poder 
quedarse en ellas regularizando su situación mediante un alquiler social.

La actividad de mediación, que no de supervisión, de esta Defensoría en supuestos como estos en este año, 
ha sido mucho más prolífica si cabe que en años anteriores, interviniendo en muchas de las ocupaciones de 
inmuebles por las denominadas “corralas”, o grupos de familias ocupantes sin título que quieren quedarse 
en los mismos, como hemos dicho, mediante un alquiler social, demandando una solución de conjunto para 
todas ellas, caracterizándose por estar unidas en ese empeño, además de por experiencias de convivencia 
colectiva que ha dado lugar a ver estas situaciones de ocupación como un fenómeno nuevo impregnado 
de cierta filosofía colectivista, para intentar solucionar los problemas que han sido calificados por cierto 
sector de la opinión pública, como de emergencia habitacional.

Si bien hemos de decir las largas y, a veces, complicadas mediaciones que hemos llevado a cabo ante 
algunas entidades de crédito propietarias de estas viviendas, podemos decir que han dado un resultado 
verdaderamente positivo.

Finalmente, no queremos concluir este epígrafe sin aludir a otro grupo de quejas relativas a los procedimientos 
de adjudicación de viviendas protegidas en alquiler de titularidad de una empresa municipal, en las que sus 
promoventes denuncian que no se ha respetado su condición de víctimas de violencia de género, por el 
cupo especial que para este colectivo se ha de tener en consideración en la adjudicación, bien porque no 
se ha respetado el cupo del 10% para víctimas de violencia de género o ha resultado insuficiente. Además 
de haberse cometido otras presuntas irregularidades, como es la publicación de datos personales en la 
web de la empresa, a pesar de tener constancia de la condición de víctima de violencia de género (queja 
14/3678, queja 14/3678). 

Todas ellas están en la actualidad en curso investigación y pendientes de valoración de las respuestas recibidas 
de la Entidad implicada y de cuyo resultado final daremos cuenta en la Memoria Anual correspondiente 
a 2015.

01.VI.2.10
Bienestar Social: Servicios Sociales y Dependencia

01.VI.2.10.1
Servicios Sociales

En España, la tasa de paro femenina sigue siendo mayor que la masculina. Además, las mujeres siguen 
siendo amplia mayoría en las categorías más precarias, tanto de empleo (temporalidad, tiempo parcial, 
subempleo), como de desempleo (larga duración, sin empleo anterior, sin prestación de desempleo). 
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Sus ingresos y sus pensiones son mucho menores, y en muchos casos, inexistentes. En consecuencia, sus 
tasas de pobreza son mucho mayores. 

La crisis económica que venimos padeciendo, ha conllevado también a la disminución de los recursos 
de las Administraciones Públicas, por lo que los servicios públicos se han visto seriamente afectados, 
recortándose los presupuestos de educación, de salud, de servicios sociales, de integración cultural, de 
fomento de la igualdad de género. Al mismo tiempo, las familias se ven sin medios económicos. 

Todo esto repercute especialmente sobre las mujeres a través de dos vías: por ser mayoría entre las 
personas necesitadas de asistencia y por ser las que suplen en el ámbito familiar la carencia de recursos.

A este respecto, llama la atención que la mayoría de la quejas que recibimos en el ámbito de los servicios 
sociales y dependencia, sean interpuestas por mujeres, lo que demuestra que asumen el papel protagonista 
en la defensa de los derechos y en la salvaguarda de sus familias ante situaciones de vulnerabilidad, 
además de la notable presencia que los roles de género tienen en estos ámbitos. 

Sigue siendo una constante la presentación de quejas ante esta Defensoría, en el área de Servicios Sociales, 
de mujeres con hijos e hijas a su cargo, muchas veces se trata de mujeres solas con cargas familiares, en 
algunos casos víctimas de violencia de género que relatan las circunstancias de pobreza y de carencia de 
recursos verdaderamente dramáticas en las que se encuentran. Estas circunstancias se ven agravadas 
por los conflictos con sus exparejas sentimentales. 

Demandan la asistencia de esta Institución para, cuanto menos, poder resolver las necesidades más 
inmediatas que se les presentan en materia de recursos económicos para atender a las necesidades 
básicas de su familia, en materia de vivienda o empleo.

Es el caso de la queja 14/179, en la que su promovente nos manifestaba tener dos niñas, una de 16 y 2 años. 
El banco se había quedado con su piso, su ex le robó todos lo muebles y electrodomésticos, le quemaron 
el coche y no pudo demostrar que fue él. Estaba desempleada después de haber desempeñado un 
trabajo a tiempo parcial e iba a percibir solamente 214 euros de ayuda económica. El alquiler de la vivienda 
que ocupaba ascendía a 360 euros y ya no lo podía pagar por lo que la propiedad la había denunciado. 
Manifestaba haber ido al personal de Trabajo Social del Ayuntamiento y a la Junta de Andalucía y “uno se 
pasa la pelota a otro y yo como siga así me voy a ver con mis hijas en la calle. Ya no tengo casi nada para comer. 
Todo esto me ha pasado en un año y tengo todos los papeles para demostrarlo todo. Espero que me puedan 
ayudar, ya no se a quien acudir. Gracias”.

O la queja 14/1745 en la que la compareciente exponía la difícil situación familiar que atravesaba, dado 
que se encontraba en desempleo y con dos hijos menores de edad y discapacitados. De hecho, llevaba 
varios meses sin poder hacer frente al pago del alquiler de la vivienda, así como haciendo uso de los 
comedores sociales, -cuando podía-, para poder comer. Había agotado todas las posibilidades existentes, 
ya que había sido beneficiaria del salario social durante el plazo máximo, había percibido alimentos durante 
algún tiempo, pero debía esperar que fueran atendidas otras familias en su situación y buscaba empleo 
en todos los lugares posibles sin haber obtenido resultado. Asimismo nos indicaba que había sido víctima 
de violencia de género.

Y la queja 14/5940 en la que su promotora nos escribía contándonos su desesperación, ya que no contaba 
con medio alguno y vivía de la caridad de lo que conseguía de Cruz Roja o la ayuda de una parroquia. 
Nos refería que no podía seguir así. Había sido denunciada por los vecinos por no pagar los gastos de 
comunidad pero es que no tenía medios para hacer frente a éstos. Había sido una mujer maltratada, 
victima de violencia de género, lo que le llevo a vivir en tiempo en una casa de acogida. Decía sufrir aún las 
persecuciones de su exmarido y de la pareja de éste. Solicitaba un trabajo, aunque mucho nos temíamos 
que estuviera desorientada y no supiera como acceder a un empleo que le permitiera la autonomía 
necesaria para llevar una vida con dignidad.

Asimismo, en la queja 14/2838 se nos refería que era una madre soltera con tres hijos de 11, 8 y 3 años. 
Desde hacía 8 meses vivía de ocupa en una vivienda con sus tres hijos. Llevaba pidiendo comida desde 
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septiembre habiendo recibido cuatro vales. Sus hijos comían en el comedor y los sábados y domingos solo 
tenía para leche, galletas y macarrones. Habían estado este invierno durmiendo en el suelo, al carecer de 
lo más elemental.

En la queja 14/3982 de una chica de 25 años, que nos escribía porque decía estar desesperada, en paro, 
no cobraba ningún tipo de ayuda, llevaba siete meses esperando el salario social y estaba viviendo de 
ocupa en un piso del banco, tenía un hijo de cuatro años, era madre soltera, no tenía a quien recurrir y lo 
que necesitaba era un trabajo “es lo único que pido”.

En estas quejas, desde la administración municipal se nos suele informar de las ayudas que se han prestado 
a las demandantes dentro de los recursos disponibles, siendo las ayudas económicas de emergencia para 
el pago de alquiler y derivación a las entidades de tercer sector de acción social, para la concesión de bolsa 
de alimentos, las prestaciones más usuales aunque también, en algunos casos, se llevan a cabo proyectos 
de intervención familiar con toda la familia a fin de coadyuvar a que la misma pueda ir resolviendo los 
conflictos de todo orden que se puedan dar en su seno. 

A este respecto, por parte de esta Institución han sido desarrolladas actuaciones ante las autoridades 
públicas competentes, en especial, ante las entidades locales afectadas y ante la Consejería de Igualdad, 
Salud y Políticas Sociales, con respecto al Programa de Solidaridad de los Andaluces para la erradicación 
de la marginación y desigualdad en Andalucía, al objeto de tomar conocimiento sobre las circunstancias 
concurrentes e interesar una solución ágil al problema particular planteado en cada queja.

De igual modo, se ha asistido a las mujeres que han requerido nuestra intervención, ofreciéndoles 
asesoramiento e información sobre instituciones y organismos a los que poder acudir.

01.VI.2.10.2
Dependencia

Entre las numerosas quejas que esta Institución ha recibido en materia de dependencia, únicamente una 
de ellas ha mostrado como telón de fondo familiar alguna situación de las incardinables entre la violencia 
de género. Así, en la queja 14/4783 la interesada fue valorada con un grado 1 de dependencia en el año 
2009 y en el año 2012 se produce la separación de su esposo, a través del Juzgado de Violencia de Género 
de Málaga. 

El 20 de enero de 2014 se había presentado solicitud de revisión de grado, sin que hasta la fecha se 
hubiera resuelto, exponiendo la demora en la valoración y reconocimiento del grado de dependencia 
correspondiente al mismo, por vía de revisión por empeoramiento.

De los hechos expuestos, podemos deducir las especiales circunstancias en las que se habrá encontrado 
esta mujer que, además de los padecimientos que llevaron a reconocerle en el 2009 el grado 1, tuvo que 
vivir conflictividad familiar por malos tratos que dieron lugar en 2012 a Sentencia de separación por un 
Juzgado de Violencia contra la mujer y es que, la discapacidad y las situaciones de dependencia, agravan 
aún más los actos de violencia machista, motivo por el que se trata de víctimas que han de ser objeto de 
una especial protección.

En todo caso, las circunstancias del retraso en la revisión del grado por empeoramiento, nos llevó a formular 
Resolución, consistente en Recordatorio de los deberes legales expresados en los preceptos aplicables 
a los que se debía dar inmediato y debido cumplimiento y Recomendación de que, sin más dilación se 
valorase a la dependiente y se dictas resolución de reconocimiento de su grado de dependencia, dándose al 
procedimiento el curso que corresponda hasta su completa finalización, incluida, si procedía, la propuesta y 
aprobación definitiva del programa individual de atención y la plena efectividad del recurso correspondiente.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-que-la-mayor-brevedad-resuelvan-su-grado-de-dependencia-y-ayuda-correspondiente
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Por lo demás, hemos de destacar la peculiaridad de la enorme incidencia en las mujeres de todas las 
cuestiones que comporta el Sistema para la Dependencia, dado que por una parte, debido a los roles de 
género, son las que tradicionalmente se han encargado del cuidado informal de sus familiares en situación 
de dependencia y de sus hijos e hijas, aún a costa de limitar con ello su vida laboral y personal.

Por otra parte, como decíamos al comienzo, el Sistema para la Dependencia y sus deficiencias también incide 
en las mujeres en el aspecto laboral, ya que son ellas quienes integran el grueso de quienes desempeñan 
la labor profesional de auxiliares del Servicio de Ayuda a Domicilio o de auxiliares de Servicios de Atención 
Residencial y Unidades de Estancia Diurna.

El hecho de que los trabajadores de este sector sean mayoritariamente mujeres y la circunstancia de que 
desde hace más de un año se trate de un sector afectado por los impagos de nóminas y por los recortes 
en la demanda de servicios (plazas vacantes en Centros de todo tipo, demora en las transferencias 
interadministrativas destinadas a la liquidación del Servicio de Ayuda a Domicilio, etc.), han creado una 
difícil situación para estas empleadas que, en ocasiones, no lo son siquiera por cuenta ajena, sino que 
han asumido la iniciativa de unirse para emprender la explotación de la actividad por cuenta propia, 
con autonomía empresarial. Siendo destacable cómo han permanecido desempeñando su trabajo con 
dedicación, aún cuando no perciban sus salarios.

01.VI.2.11
Violencia de Género

01.VI.2.11.1
Ayudas Sociales y Económicas a las Víctimas

Durante los años que venimos padeciendo las consecuencias de la crisis, hemos podido comprobar cómo ha 
afectado la política de recortes presupuestario del gasto público a las políticas sociales.

En relación con este particular hemos tenido ocasión de conocer diversas problemáticas que nos han 
sido planteadas en las quejas individuales instadas por mujeres en situaciones de especial precariedad o 
vulnerabilidad, agravadas por su condición de víctimas de violencia de género.

Que duda cabe que mientras estas mujeres permanecen en los recursos especializados para victimas de 
violencia de género existentes en nuestra Comunidad, a saber, casas de acogida y pisos tutelados, son atendidas 
de forma integral, tanto ellas como sus hijos e hijas, pero lo cierto es que, cuando salen de los mismos y se 
han de enfrentar a una vida autónoma, muchas veces se pone de manifiesto el que no son autosuficientes 
en todos los órdenes, para subvenir a sus necesidades y a las de sus familias, a lo que contribuye la carencia 
de recursos económicos suficientes y de empleo, así como la imposibilidad de acceder a una vivienda publica 
protegida por la administración, al haber una insuficiente oferta de las viviendas de este tipo, en relación a la 
actual demanda.

Tal es el caso planteado en la queja 14/40, en la que su promovente, mujer con hijos e hijas menores a su 
cargo, nos relataba la dramática situación en la que se encontraba. Durante 19 años, ella y sus tres hijos, 
habían estado viviendo, como consecuencia de ser víctima de violencia de género, en varias casas de acogida 
y pisos de emergencia, recibiendo ayuda de sus padres, hermanas, vecinas, viviendo en casas de amigos, 
cambiando constantemente a sus hijos de colegio, y volviendo con su expareja cuando éste la convencía de 
que había cambiado y la elección era vivir con una pareja maltratadora o en un sitio donde sus hijos lloraban 
constantemente y no tener vivienda a donde irse ni recursos económicos para ello.
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Después de muchos ir y venir, ya separada, accedió a ocupar una vivienda aunque vieja y con muchas 
humedades, pero su expareja al poco tiempo se metió en la casa y continuaba maltratándola, no físicamente 
pero sí psicológicamente. Él cobraba la ayuda familiar, que se concede por tener hijos a cargo, pero la realidad 
era que nunca había pagado la manutención de sus hijos. Su situación era desesperada y decía necesitar 
una ayuda real.

En los hechos descritos, se planteaba una primera cuestión y es que ante el incumplimiento de las obligaciones 
parternofiliales de pago de alimentos, solo cabe accionar la vía judicial como medio de que los progenitores 
cumplan con esta obligación, una vez recaiga sentencia al respecto, para lo que la informamos de podía solicitar 
la asignación de un letrado o letrada de oficio en el Colegio de Abogados correspondiente, aunque también 
podía solicitar asesoramiento en el Centro Provincial del Instituto Andaluz de la Mujer, o Centro Municipal de 
Información a la Mujer de su Ayuntamiento.

Quisimos saber si nuestra reclamante había activado, recientemente, los mecanismos de ayuda para mujeres en 
su situación, y si había solicitado la adjudicación de alguna vivienda de carácter protegido por la Administración.

En su respuesta, nos dijo que no había podido mandarnos la documentación que le reclamábamos dado 
que, en aquel mismo momento, se encontraba acogida en un recurso para víctimas de violencia de género 
del Instituto Andaluz de la Mujer, pero que la estancia en el mismo era temporal, por lo que cuando saliera 
de allí se volvería a encontrar en la misma situación que antes, centrando su queja y su pretensión en su 
necesidad de acceder a una vivienda digna para ella y sus hijos.

Tras admitir la queja a trámite y llevar a cabo un seguimiento del itinerario personalizado de intervención 
profesional especializada por causa de violencia de género en el recurso que había ingresado, pudimos 
conocer que la señora como sus dos hijos menores, permanecían acogidos, si bien se había producido 
un cambio de situación, habían sido trasladados a un piso tutelado, tras haber finalizado el programa de 
intervención como usuarios de Casa de Acogida, por consecución de los objetivos establecido en su Plan 
de Intervención Individual. 

En lo que respecta a la búsqueda activa de empleo, los objetivos no se habían podido cumplir al no haber 
encontrado trabajo y ello, a pesar de tener elaborado un itinerario de búsqueda y contactar con varias 
asociaciones y entidades encargadas para tal fin, aunque sí había realizado unas prácticas subvencionadas 
durante tres meses y estaba incluida en un curso de formación (Cualifica), subvencionado por la Junta de 
Andalucía constituyéndose éste en su única fuente de ingresos económicos, razón por la que se valoró su 
traslado a piso tutelado, ya que en dicho recurso tenía que cubrirse sus necesidades alimenticias. También 
se la había puesto en contacto con asociaciones que pudieran ayudarla a tal fin.

Se le había presentado también la documentación necesaria para la solicitud del Ingreso Mínimo de 
Solidaridad (salario social), estando pendiente recibir notificación de fecha del inicio del cobro de la 
prestación, con la finalidad de que pudiera aumentar sus ingresos para mantener a su familia. También 
había solicitado la adjudicación de vivienda protegida a través del registro público de demandante de 
vivienda, en el Ayuntamiento del municipio en el que residía en aquella fecha y se le había comunicado 
que había sido aceptada su documentación y que estaba incluida en lista de espera.

A la vista de cuanto antecede consideramos que por el organismo competente en la materia se le estaba 
prestando la ayuda necesaria dentro de los recursos de acogida para mujeres victimas de violencia de 
género, por lo que valoramos la importante labor que realizan los mismos a través de sus intervenciones 
integrales y programas individuales que, no obstante, no pueden culminar a veces esta importante labor, 
debido a que otros recursos necesarios que coadyuven al empoderamiento, autonomía e independencia 
de las mujeres en esta situación, en la actualidad, no son suficientes. Nos referimos concretamente a las 
áreas del empleo y el acceso a la vivienda pública protegida.

No obstante, la interesada insistía en su deseo de poder acceder a una vivienda en la provincia en la que 
había residido con anterioridad, por lo que le comunicamos que, para ello, ha de inscribirse en el Registro 
Municipal de Demandantes de Vivienda Protegida del Municipio en el que quiera fijar su residencia definitiva, 
pudiendo hacerlo en el Cupo destinado a Víctimas de Violencia de Género.
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No obstante, el que una vez inscrita pueda acceder a una vivienda que estuviera calificada como protegida 
por la administración, iba a depender del número de viviendas que hubiera o fueran quedando disponibles 
y del número de ellas que se reserven o destinen a los Cupos previstos para colectivos objeto de especial 
protección conforme a la normativa andaluza en materia de vivienda

Finalmente y como quiera que su solicitud de salario social aún no había sido resuelta, solicitamos informe 
al organismo competente para su tramitación y resolución, permaneciendo aún abierta esta queja, debido 
a esta causa.

Asimismo, pocas, aunque constantes, son las quejas de mujeres que nos dicen ser víctimas de violencia 
de género que no reciben ayuda de ningún tipo o que carecen de recursos económicos para subsistir, tal 
es el caso de la queja 13/5425 y queja 13/3536. 

La percepción que tienen algunas mujeres víctimas de violencia de género sobre las deficiencias y las 
escasas ayudas que reciben de la Administración y la soledad ante la que se encuentran por este motivo, 
en nada tiene que ver con la información que luego suministran esas mismas administraciones, de la que 
se desprende que fueron atendidas de forma adecuada, siempre en función de los recursos disponibles, 
suministrándoseles la ayuda necesaria en función de la problemática que presentaban.

01.VI.2.11.2
Protección Legal y Jurídica  a las Víctimas

Como venimos efectuando desde hace ya varios años, esta Defensoría ha abierto queja de oficio cada 
vez que hemos tenido conocimiento de la muerte de una mujer a causa de la violencia de género y ello 
como Institución encargada de la defensa de los derechos fundamentales, entre otros de los consagrados 
en los artículos 10 y 15 de la Constitución Española, especialmente en el caso que nos ocupa, cuando la 
presunta violación de los mismos afecten a las mujeres y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 16 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, según el cual las mujeres tienen derecho a una protección integral 
contra la violencia de género, que incluirá medidas preventivas, medidas asistenciales y ayudas públicas.

Por primera vez en unos años, Andalucía no ocupa el deshonroso primer puesto de víctimas mortales por 
violencia de género. En total, las mujeres muertas por esta causa en 2014, fueron 53, frente a las 54 del 
año 2013, siendo Cataluña la que ocupa el primer lugar con 12 mujeres fallecidas, siguiéndole Andalucía 
con 10, Madrid 7, 6 Comunidad Valenciana y Galicia, con 3 Islas Baleares, Castilla y León y País Vasco, con 
2 Melilla y con 1 Canarias.

De las 53 víctimas, el 67,9% eran españolas y el 32,1% eran extranjeras. Sólo 17 habían denunciado su 
situación de violencia, 3 habían retirado la denuncia; 10 habían solicitado medidas de protección y 9 la 
obtuvieron y solamente 4 tenían en el momento de los hechos medidas de protección en vigor.

Asimismo, quedaron 41 personas menores de 18 años, hijos e hijas, huérfanos a causa de la violencia de 
género y fallecieron seis menores a manos de sus progenitores en los mismos crímenes por violencia de 
género, que eran hijos o hijas del agresor.

De las investigaciones de oficio llevadas a cabo por esta Defensoría con ocasión de la muerte de mujeres 
a causa de violencia de género en Andalucía, en la mayoría de los casos las víctimas no habían interpuesto 
denuncia previa, ni los organismos públicos con competencia en la materia, especialmente los más cercanos 
a la ciudadanía, como son los Servicios Sociales Comunitarios y Centros Municipales de Información a la 
Mujer tenían noticias de que pudiera haber una posible situación de maltrato.

No obstante, en tres de los casos de muerte por violencia de género, los agresores habían sido previamente 
denunciados en otras ocasiones por esta causa y se había dictado contra ellos órdenes de alejamiento, 
bien por la misma víctima, bien por parejas anteriores y alguna de las víctimas incluso había estado en los 
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recursos del Instituto Andaluz de la Mujer de atención integral en esta materia, de ahí la gran importancia 
que tienen las medidas preventivas así como la adecuada valoración del riesgo; con la finalidad de adoptar 
las acciones de protección necesarias encaminadas a impedir que hechos de esta brutal naturaleza no 
puedan repetirse.

01.VI.2.11.3
Derecho a la identidad de género

Ya en nuestra Memoria Anual del año anterior, dábamos cuenta de la queja 13/6127 en la que la interesada, 
como presidenta y en representación de la Asociación de Transexuales de Andalucía, comparecía ante la 
Defensoría para presentar el proyecto de Ley Integral de Transexualidad, un documento de adhesiones 
del tejido asociativo a este proyecto de ley y un comunicado de prensa donde en su día anunciaban 
ponerse en huelga de hambre indefinida, por el incumplimiento de los plazos del registro de este proyecto 
de ley en el parlamento de Andalucía para su tramitación parlamentaria.

Finalmente, conocimos que la propuesta de la Ley de No discriminación por motivos de identidad de 
género y reconocimiento de los derechos de las personas transexuales, fue finalmente aceptada sin 
condiciones por el Gobierno de la Junta de Andalucía y presentada para su trámite parlamentario.

Pues bien, ya en el presente año, la Defensoría compareció el 16 de mayo de 2014, para hablar sobre el 
Proyecto de Ley integral para la no discriminación por motivos de identidad de género y reconocimiento 
de los derechos de las personas transexuales en Andalucía, dentro del ciclo de intervenciones de 
instituciones y agentes sociales que organizó la Cámara Andaluza. 

En ella, mostró su apoyo y respaldo explícitos a esta iniciativa legislativa, por cuanto la misma representa 
el avance y consolidación de los derechos fundamentales de las personas transexuales en Andalucía 
y por la eliminación de todas aquellas situaciones de discriminación y desigualdad que impedían la 
normalización social de su condición personal.

Sin embargo, quiso destacar también que es necesario acompañar esta normativa con medidas 
que garanticen que sus principios y criterios sean asumidos por la sociedad y por quienes ostentan 
responsabilidades en los ámbitos públicos, económicos, sanitarios, jurídicos o educativos.

Para la Institución, esta proposición de Ley representaba un paso fundamental hacia la normalización 
y la integración de las personas transexuales y transgénero, al incluir en su articulado, no solo el 
reconocimiento del derecho a la libre autodeterminación de la identidad de género, sino también una 
serie de derechos concretos que hacen posible que se convierta en una realidad a efectos sociales, 
administrativos, jurídicos o económicos.

Así, durante su comparecencia destacó algunos aspectos como por ejemplo la incorporación en la 
cartera básica de salud de la cirugía de reasignación de sexo y cómo se aborda la problemática de la 
discriminación laboral de estas personas.

También, como Defensor del Menor en Andalucía, hizo una mención especial al reconocimiento que 
recoge esta Ley de los derechos de niños y niñas transexuales, y a iniciativas como las medidas de 
coordinación entre el sistema educativo y sanitario para la detección e intervención en situaciones de 
riesgo de los alumnos transexuales o transgénero.

En este aspecto, el Defensor del Menor de Andalucía insistió en la necesidad de que en esta coordinación 
entre educación y salud también se incorpore el ámbito de lo social, debido a las competencias que tiene 
en materia de menores, y la puesta en marcha de medidas de formación para el profesorado sobre el 
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transgénero y la transexualidad, ampliando los conocimientos de estos profesionales sobre la realidad 
de este alumnado, para abordar situaciones de exclusión, discriminación o cualquier otra forma de 
violencia que puedan sufrir en el centro educativo.

Finalmente, el Defensor del Menor destacó también la necesidad de medidas de prevención concretas 
en el tema del acoso o bullying homofóbico, por cuanto tiene unas características específicas donde, 
en numerosas ocasiones, tanto la víctima como el acosador creen que el motivo de la agresión está 
penalizado socialmente.

01.VI.3 
Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones

A continuación se enumeran las quejas de oficio iniciadas en el año 2014, relacionadas con la materia 
objeto de este Capítulo.

• Queja 14/349, dirigida al Ayuntamiento de Níjar (Almería) y al Instituto Andaluz de la Mujer, relativa 
a muerte por violencia de género en Níjar (Almería) en enero de 2014.

• Queja 14/352, dirigida al Ayuntamiento de Pozoblanco (Córdoba) y al Instituto Andaluz de la Mujer, 
relativa a muerte por violencia de género en Pozoblanco (Córdoba) en enero de 2014.

• Queja 14/993, dirigida al Ayuntamiento de Torremolinos (Málaga) y al Instituto Andaluz de la Mujer, 
relativa a muerte de una mujer por violencia de género en Torremolinos (Málaga) en marzo 2014.

• Queja 14/1366, dirigida al Ayuntamiento de Chiclana de la Frontera (Cádiz) y al Instituto Andaluz de 
la Mujer, relativa a muerte de una mujer por violencia de género en Chiclana de la Frontera (Cádiz) en 
marzo 2014.

• Queja 14/1744, dirigida al Ayuntamiento de Jerez de la Frontera (Cádiz) y al Instituto Andaluz de la 
Mujer, relativa a muerte por violencia de género en Jerez de la Frontera (Cádiz) en abril de 2014

• Queja 14/3049, dirigida al Ayuntamiento de Almería y al Instituto Andaluz de la Mujer, relativa a 
muerte por violencia de género en Almería (El Quemadero) en junio de 2014.

• Queja 14/3701, dirigida al Ayuntamiento de Málaga y al Instituto Andaluz de la Mujer, relativa a 
asesinato de joven de 24 años por su pareja en Málaga.

• Queja 14/3935, dirigida al Ayuntamiento de Torrox (Málaga) y al Instituto Andaluz de la Mujer, relativa 
a muerte por violencia de género en Torrox (Málaga) en agosto de 2014.

• Queja 14/3936, dirigida al Ayuntamiento de Berja (Almería) y al Instituto Andaluz de la Mujer, relativa 
a muerte por violencia de género en Berja (Almería) en agosto de 2014.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuaci%C3%B3n-de-oficio-por-muerte-por-violencia-de-g%C3%A9nero
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuaci%C3%B3n-de-oficio-por-muerte-por-violencia-de-g%C3%A9nero-2
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/intervenimos-de-oficio-ante-un-caso-de-violencia-de-g%C3%A9nero
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/queja-de-oficio-ante-otro-caso-de-violencia-de-g%C3%A9nero
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-de-oficio-ante-nuevo-caso-de-violencia-de-g%C3%A9nero
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/intervenimos-ante-nuevo-caso-de-violencia-de-g%C3%A9nero
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuaci%C3%B3n-de-oficio-ante-nuevo-caso-de-violencia-de-g%C3%A9nero-en-m%C3%A1laga
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-ante-nuevo-caso-de-violencia-de-g%C3%A9nero-en-torrox
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-ante-nuevo-caso-de-violencia-de-g%C3%A9nero-en-berja
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03.1 
De las quejas remitidas a otras instituciones similares

03.1.12 
Igualdad de Género
...
En asuntos relacionados con Igualdad de Género por no tener competencia para supervisar al organismo 
afectado hemos remitido a la Defensora del Pueblo de las Cortes Generales 3 quejas, que afectan al Ministerio 
del Empleo y Seguridad Social (queja 14/1587 por denegación de una ayuda por violencia de género, la 
Renta Activa de inserción por violencia de género del Servicio Público de Empleo Estatal); a la Comisaría 
General de Extranjería y Fronteras (queja 13/6862 en la que se denunciaba la actuación policial en Jaén 
contra una mujer extranjera víctima de trata); o al Ministerio del Interior, concretamente la Subdelegación 
del Gobierno de Málaga (queja 14/3661 ante la falta de respuesta a una Asociación y a una Federación, a 
la petición de autorización para realizar una concentración con motivo del Día del Orgullo Gay).

...

03.2
De las quejas rechazadas y sus causas

03.2.3 
No irregularidad
...
Como así ocurrió en 1 ocasión en asuntos relacionados con la Igualdad de Género, en la queja 14/253 
respecto de un expediente sancionador abierto por solicitar favores sexuales de una prostituta en la vía 
pública, en aplicación de la Ordenanza de Prostitución del Ayuntamiento de Sevilla, por denuncia de la 
policía local. Era la palabra del denunciado contra lo declarado por los agentes en el boletín de denuncia 
sin que, al parecer, hubiese aportado medios de prueba que desvirtuasen los hechos constitutivos de 
la denuncia, por lo que, atendiendo al artículo 137.3 y 4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, no se admitió la queja a trámite por 
no apreciarse irregularidad alguna.

...

12.2 
CAPÍTULO 03. QUEJAS NO ADMITIDAS Y SUS CAUSAS
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03.2.4
Jurídico-privadas
...

En asuntos sobre Igualdad de Género, no se ha admitido por este motivo la queja 14/2840, en la que 
la interesada planteaba que no la aceptaban en una Asociación de mujeres y que lo denunció ante el 
Ayuntamiento al considerar ella la implicación de éste por haberle cedido a dicha Asociación una sede. Se 
trataba de una cuestión jurídico privada que correspondía dilucidar a los Tribunales ordinarios de justicia, 
los cuales la analizarían a la luz de los Estatutos de la Asociación y de la normativa vigente.

...

03.2.6
Sub-Iudice
...

En materia de Igualdad de Género, la queja 14/1947, en la que el interesado, padre una presunta víctima 
de violencia de género, mostraba su disconformidad con el sobreseimiento del procedimiento judicial por 
maltrato. Mostramos nuestra solidaridad con la afectada y le advertimos que debía activar nuevamente 
todos los recursos existentes para la protección de las víctimas de violencia de género ante el más mínimo 
riesgo o amenaza.

...

03.2.8
Sin recurrir previamente a la Administración
...

En materia relacionada con la Igualdad de Género únicamente 1 queja no ha sido admitida por esta causa, 
la queja 14/4382, en la que se denunciaban irregularidades en proyectos de ayudas a violencia de género, 
tales como que no se estaban llevando a cabo los objetivos para los que se concedía la subvención, que 
las personas no habían estado aseguradas, que había habido despidos “de malos modos”, y contratos a 
familiares sin la preparación adecuada.

Le indicamos a la promotora de la queja que si estimaba que existía alguna irregularidad en el alta de 
Seguridad Social, formulase su petición ante la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en Jaén y, si no 
obtenía respuesta en plazo o consideraba que ésta no resultaba ajustada a Derecho, se pusiese de nuevo 
en contacto con nosotros informándonos de tales circunstancias. Con respecto a la desviación de los fines 
de la subvención tendría que dirigirse al organismo que otorgó la misma para que pudiera dilucidar las 
responsabilidades oportunas.

...
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03.2.11
Desistimiento
...

Por esta causa, se han concluido, en asuntos relacionados con la Igualdad de Género, 4 quejas. La queja 
13/5756, en la que la presunta víctima de malos tratos denunciaba en un vídeo al sistema judicial en materia 
de violencia de género y la queja 14/507, donde una mujer, víctima de violencia de género, sin recursos, 
solicitaba ayuda para vivienda. Necesitábamos que nos enviase documentación que acreditara que se 
había dirigido por escrito al Ayuntamiento de su localidad solicitando ayuda económica o para acceder a 
una vivienda protegida por la administración, si estaba inscrita en el Registro Público de Demandantes de 
Vivienda Protegida de su municipio, si había sido atendida por los servicios sociales municipales, que nos 
acreditase su condición de víctima de violencia mediante la sentencia condenatoria a su agresor, orden 
de protección en vigor y/o informe de la Fiscalía en caso de que hubiese procedimientos judiciales en 
trámite o, en su caso, del centro de la mujer en el que la hubiesen atendido.

...
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12.3 
IGUALDAD DE GÉNERO EN OTRAS 
ÁREAS TEMÁTICAS 

CAPÍTULO 01.V EMPLEO PÚBLICO, 
TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL

01.V.2.3.2
Medidas de conciliación de la vida personal, familiar y laboral 
de funcionarios docentes en destinos provisionales
...

Con objeto de conocer las posibles medidas que por parte de la Consejería de Educación, Cultura y 
Deporte  pudieran adoptarse en orden a favorecer la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de 
los funcionarios docentes no universitarios, en  destinos provisionales, promovimos la actuación de oficio 
queja 14/3399, ante la Secretaría General de Educación.

En el ámbito de dicha función pública, quienes ingresan en los cuerpos docentes lo hacen a través de 
un sistema de selección que no desemboca con la adjudicación de una plaza con carácter definitivo, a 
diferencia de otros sectores de la Administración Pública, lo que en la práctica es causa y consecuencia 
de un significativo número de funcionarios de carrera cuyos primeros años de servicio lo es destinos 
provisionales, con las consiguientes incertidumbres de todo orden que esta situación administrativa 
conlleva, especialmente cuando ésta perdura en el tiempo en sucesivos cursos escolares y cambios de 
destinos igualmente con carácter provisional.

Con posterioridad a su ingreso en el Cuerpo, estos funcionarios de carrera con destino “provisional”, van 
obteniendo progresivamente plaza definitiva, tras sucesivas convocatorias de concursos de traslados de 
periodicidad anual, en los que se encuentran obligados a participar, con carácter irrenunciable, hasta 
obtener destino definitivo.

Dichos concursos, convocados en todo el territorio nacional al amparo del Real Decreto 1364/2010, de 
29 de octubre, disponen en sus bases para los funcionarios de carrera que no han obtenido su primer 
destino definitivo en Andalucía, la obligación de consignar las ocho provincias andaluzas, con el objeto de 
adjudicar plaza con carácter forzoso, ya que caso de no cumplimentar (todas las provincias) se incluirán de 
oficio por orden de códigos, provocando la adjudicación de un destino no deseado a la par que impidiendo 
su obtención por parte de otro concursante posterior en la lista interesado en el puesto. Lo que en la 
práctica se traduce en la obtención de destinos provisionales en provincias y localidades que distorsionan 
o impiden la conciliación.

Por otra parte, el Parlamento Andaluz asumió -en 2010- el compromiso político con la Educación andaluza 
que se materializó en la aprobación del Paquete de Medidas para la Convergencia Educativa de Andalucía 
(BOPA de 9 de marzo), del que invocamos la medida número 27, primera medida del capítulo dedicado al 
profesorado, adquiriendo el compromiso de «Prestar una atención prioritaria a la mejora de las condiciones 
en que el profesorado realiza su trabajo y al estímulo de una creciente consideración y reconocimiento 
social de la función docente».

El derecho a la conciliación de la vida laboral y familiar alcanza su mayor rigor y más sólido asiento en el 
deber de protección de la familia y de los menores, derecho y obligación que encuentra su acomodo en 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/negociar%C3%A1n-medidas-para-conciliar-vida-personal-y-laboral-de-funcionarios-docentes-no-univer
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nuestro Estatuto de Autonomía, en cuanto la conciliación de la vida laboral y familiar, se erige en principio 
rector de las políticas públicas.

En su respuesta, la Secretaría General de Educación nos trasladaba informe de la Dirección General de 
Gestión de Recursos Humanos en el que se concretaba, entre otros, que en la última Mesa Sectorial 
celebrada, se aceptó establecer un calendario de negociaciones con las Organizaciones Sindicales para 
la determinación de un nuevo marco normativo en materia de adjudicación de destinos provisionales 
que modifique el actual, por lo que entendemos que el asunto que motivó nuestra actuación de oficio, se 
encuentra en vías de solución, dando con ello por finalizadas nuestras actuaciones.

...

CAPÍTULO 01.VII JUSTICIA, PRISIONES, 
POLÍTICA INTERIOR Y EXTRANJERÍA

01.VII.2.3 
Extranjería
...

Destacamos ahora nuestra especial preocupación por el fenómeno de la trata de seres humanos, ante 
la presencia de personas procurando ingresar en el territorio a través de los manejos de organizaciones 
que procuran introducir a estas víctimas para destinos ciertamente terribles.  Esta situación se planteaba 
en la queja 14/3998 que abrimos de oficio. Desde una entidad que trabaja en el ámbito de la extranjería 
se nos alertó de la presencia de una joven de origen nigeriano acogida en un centro, que manifestaba ser 
menor de edad y que había sido trasladada desde Marruecos a España. Según las confusas explicaciones 
que daba por la trayectoria que siguió hasta llegar a España, se alertaron los temores sobre el destino que 
le deparaba su situación. Aludía que un sujeto, que se presentaba como pariente suyo, le reclamaba que 
alegara su mayoría de edad para poder acudir junto a él y ponerse a la disposición de las personas que 
habían gestionado su entrada en territorio español.

Las dudas sobre su edad no se habían disipado con los análisis oseométricos y el informe de la Fiscalía se 
inclinaba por considerarla mayor de 18 años. Advertimos de este caso a las unidades de la Policía especializadas 
en luchar contra estos presuntos delitos de trata de seres humanos, ante las graves sospechas de que la 
chica estuviera siendo coaccionada sin atreverse a relatar con detalle las peticiones que le dirigía ese 
supuesto pariente.

Pusimos en contacto a quienes la representaban con la Policía, para que le asesoraran de las vías para 
pedir protección y para acudir a recursos que le atendieran al margen de los contactos nigerianos que 
suscitaban serias sospechas. Sin embargo no atendió la invitación y, finalmente, marchó de la residencia 
en la que estaba acogida sin poderla retener. Sólo pudieron ofrecerle de nuevo toda la colaboración y la 
disposición para en cualquier momento gestionarle las medidas de protección que la legislación ofrece a 
las víctimas de esta terrible trata de seres humanos, por si requería de ello en un futuro próximo. 

Esta historia nos pone en alerta de las dificultades para interferir en estas redes de manipulación y coacción 
que atrapan a estas mujeres, la necesidad de dar otro tipo de respuesta más eficaz y contundente, y 
la falta de detección de este tipo de casos desde un primer momento en frontera. Y por eso debemos 
destacarlo con palabras mayúsculas en este informe pues se trata de un campo donde aún queda mucho 
por trabajar. Como conclusión, faltan aún recursos o protocolos que den una respuesta más eficaz y 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/brindamos-nuestra-ayuda-para-una-joven-nigeriana-posible-v%C3%ADctima-de-trata-0
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contundente ante las posibles víctimas de trata de seres humanos.

...

CAPÍTULO 01.IX MENORES

01.IX.2.8 
Familia
...

Por último, por su relación con la temática familiar también aludiremos a las actuaciones realizadas en la 
queja 14/1052 en la que la interesada se mostraba disconforme con el régimen de tarifas establecido 
por la empresa pública Inturjoven en su red de albergues y alojamientos. Nos decía la interesada que las 
familias monoparentales con un hijo o hija se encontraban discriminadas respecto de las familias de 2 
progenitores con un descendiente a su cargo ya que el precio a abonar por la persona menor de edad 
compartiendo la habitación con dos adultos resultaba inferior al que tendría que abonar si compartiera 
la habitación con una sola persona adulta.

Tras analizar la cuestión planteada en la queja no apreciamos la discriminación alegada toda vez que 
las aludidas tarifas se contemplan en función de las personas que ocupen la habitación, siempre en 
condiciones de igualdad, sin ningún elemento de ventaja o peyorativo de unas respecto de otras. Ahora 
bien, cuestión diferente es la función social que ha de cumplir la empresa Inturjoven y como sus tarifas, 
muy ajustadas o incluso inferiores a precios de mercado, excluyen de su disfrute a personas o familias 
con recursos económicos muy limitados que han de abonar su importe en condiciones de igualdad con 
otras personas o familias con recursos muy superiores, que en ausencia de esta oferta podrían acceder 
sin excesivo quebranto económico a la oferta privada de hospedaje turístico. 

Para compensar estas diferencias y facilitar el acceso al turismo y ocio de sectores de la población 
desfavorecidos es por lo que formulamos una sugerencia a la Dirección General de la Juventud para 
que se valore la posibilidad de promover una modificación del actual régimen de tarifas de Inturjoven, 
de modo que el precio a abonar por el disfrute de sus instalaciones pueda tener en cuenta la diferente 
capacidad económica de las personas o familias, especialmente en el supuesto de familias numerosas o 
monoparentales. Estamos a la espera de respuesta de la aludida Dirección General.

...

01.IX.3 
Actuaciones de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones
...

• Queja 14/4446, dirigida al Instituto Andaluz de la Mujer, relativa a la ausencia de recursos específicos 
para atender a mujeres presuntamente víctimas de trata con hijos menores a cargo.

• Queja 14/4454, dirigida a la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales en Sevilla, 
relativa al funcionamiento del centro de acogida inmediata “Villa Elvira”.

...

http://defensordelmenordeandalucia.es/content/pedimos-inturjoven-tarifas-adecuadas-para-familias-monoparentales
http://defensordelmenordeandalucia.es/content/investigamos-las-medidas-de-control-en-un-centro-de-acogida-inmediata-de-menores
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CAPÍTULO 01.XIII VIVIENDA

01.XIII.2.1 
La necesidad de vivienda en Andalucía
...

En este sentido, merece ser destacado, el caso que encierra la queja 13/2584. La interesada, ya se había 
dirigido a esta Institución en el año 2011. En aquella ocasión, exponía que era mujer separada, que había 
sufrido malos tratos y vivía con sus dos hijas menores de edad, de la caridad de su familia, en una vivienda 
ocupada irregularmente.

Declaraba, que el personal de trabajo social que se había encargado de su caso, le prometió que si 
abandonaba la vivienda que ocupaba ilegalmente, se le adjudicaría una vivienda protegida. Añadía, que 
ella cumplió su parte del trato, no en cambio los servicios sociales.

De la investigación promovida por esta Institución, pudimos concluir que se estaban realizando las 
actuaciones necesarias en aras a poder adjudicar una vivienda a la interesada, por lo que acordamos 
decretar el archivo de las actuaciones en la queja, al considerar que el asunto estaba en vías de solución.

No obstante, en virtud de comunicación de fecha 31 de marzo de 2012, la interesada se vuelve a dirigir a 
esta Institución, exponiendo que tras haberse encontrado en la calle, en esos momentos estaba recogida 
en el albergue municipal, con sus dos hijas menores, de 14 y 8 años de edad.

Por último insistía en que reunía todos los requisitos para ser beneficiaria de una vivienda de promoción 
pública en régimen de alquiler: estaba inscrita en el Registro de Demandantes de Vivienda Protegida, era 
víctima de violencia de género, se encontraba en situación de riesgo de exclusión social y había menores 
afectados.

Resultaba llamativo, que en el año 2009, los servicios sociales del Ayuntamiento de Córdoba, elaboraran 
el correspondiente informe social, proponiendo con la máxima prioridad, la adjudicación de una vivienda 
a la interesada, dada la urgencia de garantizar la integridad de los menores afectados por el problema de 
la vivienda, y sin embargo, cuatro años después, no haya sido posible satisfacer su necesidad de vivienda.

En consecuencia, dada la precaria situación de la interesada y sus hijas menores, y el excesivo tiempo 
transcurrido desde que solicita, a la vez que los servicios sociales asumieran el compromiso de adjudicarle 
una vivienda, nos dirigimos a Viviendas Municipales de Córdoba S.A., (VIMCORSA) formulando a dicha 
empresa municipal la oportuna Recomendación a fin de que sin más demoras llevara a cabo las actuaciones 
que resultasen necesarias, en aras a satisfacer la necesidad de vivienda que tenía acreditada la interesada.

Vimcorsa nos respondió que se le había adjudicado a la interesada una vivienda de segunda ocupación, 
de la que ya se le habían entregado las llaves. Por consiguiente, tras haber sido aceptada la Resolución de 
esta Defensoría, y por ello, haberse resuelto satisfactoriamente el problema de la interesada, decretamos 
el archivo de las actuaciones en la queja.

...

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/consigue-una-vivienda-de-segunda-ocupaci%C3%B3n
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12.4
CAPÍTULO 02. OFICINA DE ATENCIÓN CIUDADANA   

02.2 
Intervenciones realizadas por parte de 
la Oficina de Atención Ciudadana
...

Consulta 14/2355. 

En el mes de abril contactó con nuestra Oficina de Atención Ciudadana una señora, que nos comunicó 
que era víctima de violencia de género y nos describió la cruda situación por la que estaba atravesando. 
En este sentido, nos indicó que percibía la renta activa de inserción, que tenía a su cargo a una hija 
de 14 años y que su exmarido no le pasaba la pensión alimenticia regularmente porque estaba en 
desempleo. 

Asimismo relataba que se encontraba en situación de desempleo desde el año 2010, que no había 
sido seleccionada de la bolsa de empleo y que en el Ayuntamiento de su localidad no le prestaban la 
atención que demandaba.

Considerando las circunstancias expresadas por la interesada, contactamos con una Fundación dedicada a 
la lucha contra el paro para concertarle una cita. Paralelamente, nos pusimos en contacto con los servicios 
sociales municipales para aclarar las intervenciones realizadas para ayudar a esta ciudadana. 

Al respecto, nos informaron que la interesada era usuaria de los servicios sociales, aunque hacía tiempo 
que no acudía a ellos, y que en la mayoría de las ocasiones se le había ayudado de manera puntual 
concediéndole ayudas económicas para el pago de luz o agua. 

Asimismo nos indicaron que en diferentes ocasiones, la interesada había solicitado un trabajo ante el 
Ayuntamiento, si bien había expresado la tenencia de problemas de salud que al parecer le impedían su 
desarrollo. Sin menoscabo de lo anterior, el personal municipal indicó su absoluta disposición a atender las 
necesidades que presentaba esta ciudadana, para lo cual se ofrecieron a atenderla cuando ella estimase 
preciso.

De esta forma, nos pusimos de nuevo en contacto con la interesada para darle cuenta de las gestiones 
llevadas a cabo y para sugerirle la oportunidad de ponerse de nuevo en contacto con los servicios sociales 
que ya estaban al tanto de su situación.

...


